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ACTA APROBADA
SESIÓN ORDINARIA No. 2560
FECHA:		Jueves 29 de mayo del 2008
HORA:	7:30 a.m.
LUGAR:	SALA DE SESIONES DEL CONSEJO INSTITUCIONAL, SEDE 
CENTRAL DEL INSTITUTO TECNOLÓGICO DE COSTA RICA
DIRECTORES
M.Sc. Eugenio Trejos 	Rector y Presidente 
MAE. Roberto Gallardo Loría	Profesor del ITCR
Ing. Carlos Badilla Corrales  	Profesor del ITCR
M.Sc. Rocío Poveda Picado 	Representante Comunidad Nacional
Lic. Johnny Masís Siles	Funcionario Administrativo del ITCR
Máster Sonia Barboza Flores	Profesora del ITCR
Máster Rosaura Brenes Solano	Profesora del ITCR 
Sr. Víctor Estrada Fernández 	Estudiante del ITCR
Sr. Luis González Chacón	Estudiante del ITCR 
Ing. Dennis Mora Mora	Egresado del ITCR
FUNCIONARIOS
Licda. Bertalía Sánchez Salas	Directora Ejecutiva de la Secretaría 
	del Consejo Institucional
Lic. Isidro Álvarez Salazar	Auditor Interno 
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Se inicia la Sesión a las 8:25 a.m., con la presencia del MSc. Eugenio Trejos, quien preside, Sr. Luis González, Máster Sonia Barboza, Lic. Johnny Masís, Lic. Isidro Álvarez, MAE. Roberto Gallardo e Ing. Carlos Badilla.
El señor Eugenio Trejos comunica que se recibió nota del señor Víctor Estrada, en la cual informa que se presentará, a las 9:30 a la Sesión, en razón de que debe de realizar un examen. Igualmente, informa que la señora Rosaura Brenes se presentará más tarde porque tiene una cita médica.
NOTA: Se presenta a la Sesión la señora Rocío Poveda, a las 8:30 a.m. 
ASUNTOS DE TRÁMITE
CAPÍTULO DE AGENDA
ARTÍCULO 1.	Aprobación de la agenda
El señor  Eugenio Trejos retira de agenda el apartado de aprobación del Acta No. 2559, en razón de que se presentaron algunos inconvenientes en la elaboración de la misma.
El señor Johnny Masís solicita retirar el punto 8, “Creación de la plaza de asesor legal”, por motivo de que a nivel institucional hay bastante efervescencia con este tema y los integrantes internos tienen un punto por discutir. Cree que uno de los componentes es que se debe fortalecer la Asesoría Legal, pero en un espíritu integral y efectivo, pero sencillamente considera que no es el momento oportuno.
La señora Sonia Barboza manifiesta que no considera pertinente retirar el punto. Cree que el comunicado realizado por los compañeros en el Consejo de Vicerrectorías ampliado, no solo en ese punto es efervescente sino prácticamente en todos se atribuyeron el derecho prácticamente de sancionar al Consejo Institucional y por eso no amerita eliminar ese punto de la agenda.
El señor Roberto Gallardo apoya la posición del señor Johnny Masís, de retirar el punto no por los argumentos que él da, sino porque considera que debe integrarse el asunto con la propuesta que el dejó presentada la semana pasada y quiere que la Comisión de Planificación le dé una revisada.
El señor Carlos Badilla apoya la moción de la señora Sonia  Barboza porque más bien la plaza permite atender un trabajo pendiente y en ese contexto se debe realizar si corresponde o no.
El señor Eugenio Trejos agrega que la semana pasada el planteó una propuesta alternativa la cual debió fusionar. Señala que en todo caso se sometería a votación la moción para definir si se retira o no la propuesta.
La señora Sonia Barboza considera que eso es dilatar mucho el asunto.  Señala que la propuesta del señor Eugenio Trejos plantea que sea la Oficina de Planificación Institucional la que haga ese trabajo pero eso no ha funcionado, y por eso se propone traer a alguien de afuera.  
El señor Eugenio Trejos somete a votación la moción para postergar el punto  para la otra semana.
El señor Johnny Masís prefiere posponer la propuesta hasta que puedan conversar con la Vicerrectoría  de Docencia, ya que se escucha mucho ruido y es pertinente sentarse a dialogar sobre los aconteceres.
El señor Carlos Badilla agrega que él le comentó al señor  Roberto Pereira sobre la posibilidad de reunirse y supuestamente éste le solicitó a la señora Giannina Ortiz invitarlos para un conversatorio y parece que a ella le pareció  bien y los estará invitando.
El señor Eugenio Trejos somete a votación el mantener en la agenda  o eliminar el análisis de la propuesta “Creación de plaza de Asesor Legal del Consejo Institucional” y se obtienen: 3 votos a favor, 4 en contra, por lo se elimina el  punto de la presente Sesión.
Seguidamente se somete a votación el orden del día. 
Se aprueba con 7 votos a favor, 0 en contra. 
Por lo tanto, la agenda queda de la siguiente manera:
ASUNTOS DE TRÁMITE
      Asistencia
1. Aprobación de Agenda
2. Informe de Correspondencia (documento anexo)
3. Informes de Rectoría
4. Propuestas de Comisiones
5. Propuestas de miembros del Consejo Institucional 
6. Juramentación de un Representante del Sector Estudiantil ante el Tribunal Institucional  Electoral,  periodo 2007-2008 (A cargo de la Presidencia)
ASUNTOS DE FONDO
7. Legalidad de los procedimientos seguidos en el trámite, legitimidad del uso de los recursos públicos involucrados y establecimiento de responsabilidades en relación con (1) la “Carta de Entendimiento entre la Universidad de Valencia y el ITCR” y con (2) el “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”   (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
8. Solicitud de restitución del  derecho constitucional de igualdad de trato de la Licda. Bettzy Rojas Molina (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
9. Aclaración y adición del acuerdo tomado  en la Sesión No. 2548 denominado: “Solicitud de investigación presentada por el Ing. José Alberto Díaz García”  (A cargo de la Presidencia)
ASUNTOS VARIOS
10. Varios
11. Definición puntos de agenda para la próxima sesión
El señor Roberto Gallardo intervienen diciendo que hay una serie de asuntos calientes y propone discutirlos fuera de actas; solicita que una vez aprobada la agenda y si la normativa lo permite,  propone un receso de una hora con el fin de que les permita hacer un análisis aquí y no dejarlo en que cada punto se tenga intervenciones varias sobre lo que está sucediendo institucionalmente, sino, que enfrentar la situación directamente. Considera que se está pasando por un movimiento o preocupación que debe ser atendida por el Consejo Institucional a la mayor brevedad posible y establecer una propuesta. Manifiesta que le preocupa que se llegue hasta el extremo, por lo que no puede aludir la situación de que alguien en una reunión como la que hubo de los diferentes consejos se plantee hasta la opción de que renuncien los miembros del Consejo Institucional y que además, se diga que entonces se van a quedar sin Rector porque muchos saben que el Rector es parte del Consejo Institucional. Añade que este asunto merece ser atendido y externar sus criterios directamente con cuatro reglas básicas:
1. Que no sea más de una hora
2. Que la participación de cada uno sea de un máximo de cinco minutos y que la señora Bertalía Sánchez lleve el control
3. Que sea una actitud de negociación para tratar de llegar a algo con el máximo respeto del mundo.
4. Que los últimos diez minutos se llegue a una lista de compromisos de cada persona en su envestidura: como Rector y presidente, y como miembro del Consejo Institucional.
El señor Johnny Masís agrega que es claro que existe desinformación y propone discutir con todos los compañeros, para vincularse con la comunidad institucional.
El señor Eugenio Trejos presenta la moción para hacer el receso por una hora.
Se somete a votación el receso y se obtiene el siguiente resultado: 7 votos a favor 0 en contra.
RECESO: De:  8:50 a.m.  a 10:25 a.m.
NOTA:  Se presenta a la Sesión el señor Víctor Estrada, a las 9:05 a.m.
NOTA: Durante el receso se presenta a la Sesión, la señora Rosaura Brenes, a las 9: 25 a.m.
NOTA: Durante el receso se presenta a la Sesión, el señor Dennis Mora, a las 9:55 a.m.
CAPÍTULO DE CORRESPONDENCIA
ARTÍCULO 2.	Informe de correspondencia
Se da a conocer la correspondencia recibida por la Secretaría del Consejo Institucional, la cual incluye:
Correspondencia remitida al Presidente del Consejo Institucional:
1. AUDI-135-2008 Memorando con fecha 20 de mayo del 2008, suscrito por el Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno,  dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite el informe de fiscalización AUDI/F003-2008, “Observaciones al informe de Ejecución Presupuestaria al 31 de marzo del 2008”  (SCI-568-05-2008)
Se toma nota en el Seguimiento de Acuerdos. Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración 
2. ViDA-403-2008 Memorando con fecha 19 de mayo del 2008, suscrito por la Ingra. Giannina Ortiz Q., Vicerrectora de Docencia, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de Docencia en la Sesión No. 09-2008, celebrada el 19 de mayo del 2008, “Costos derecho de graduación para el programa de Doctorado en Ciencias Naturales para el Desarrollo”  (SCI-577-05-2008)
Se toma nota.  Se traslada a la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles 
3. PAO-OPI-S-236-2008  Memorando con fecha 21 de mayo del 2008, suscrito por el MBA. Ronny Rodríguez B., Director de la Oficina de Planificación Institucional, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual comunica que por error en la Modificación al PAO-2008, en las páginas 1, 4 y 6, se hace referencia a la meta 3.1.2.1 (vicerrectoría de administración) siendo el correcto 3.1.5.1, por lo que solicitan su corrección. (SCI-592-05-2008)
Se toma nota.  Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración 
4. TEE-97-2008  Memorando con fecha 21 de mayo del 2008, suscrito por el Sr. Cristhian Solís R., Presidente del TEE, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual solicita incluir en la agenda del Consejo Institucional la juramentación del señor Andrey Jesús Rodríguez  Méndez, Miembro ante el Tribunal Institucional Electoral período 2008-2009.  (SCI-597-05-2008)
Se toma nota. Se traslada como punto de agenda.
5. FUNDATEC-364-2008  Carta con fecha 20 de mayo del 2008, suscrita por la Licda. Isabel Pereira, Directora Ejecutiva de la Fundatec, dirigida al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remire copia de los estados financieros correspondientes al mes de abril del 2008. Asimismo adjunta copia del acta de la Junta Administrativa correspondiente a la sesión No. 07-2008.  (SCI-587-05-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración 
6. PAO-OPI-237-2008  Memorando con fecha 23 de mayo del 2008, suscrito por el MBA. Ronny Rodríguez B., Director de la Oficina de Planificación Institucional, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite pronunciamiento respecto a la Modificaciones Internas  de la No. 157 a la No. 180. (SCI-600-05-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración 
7. VIE-398-2008 Memorando con fecha 20 de mayo del 2008, suscrito por el Dr. Dagoberto Arias A., Vicerrector de VIE, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual comunica el acuerdo tomado por el Consejo de Investigación y Extensión en la Sesión No. 8-2008 Art. 6, del 19 de mayo del 2008 “Doctorado en Administración de Empresas”.  (SCI-572-05-2008)
Se toma nota. Se traslada al punto de agenda correspondiente
8. VAD-129-2008  Memorando con fecha 5 de mayo del 2008, suscrito por el MBA. Bernal Martínez G., Vicerrector de Administración, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual comunica el acuerdo tomado por el Consejo de Administración en la Sesión No. 03-2008, Art. 3, celebrada el 25 de abril del 2008, respecto a la Autonomía Universitaria. (SCI-563-05-2008)
Se toma nota. 
9. VIDA-402-2008  Memorando con fecha 19 de mayo del 2008, suscrito por la Ingra. Giannina Ortiz Q., Vicerrectora de Docencia, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite el acuerdo tomado por el Consejo de Docencia en sesión 09-2008, “Oferta Académica 2009”.  (SCI-565-05-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles 
Correspondencia remitida al Consejo Institucional:
10. SCI-304-2008 Memorando con fecha 19 de mayo del 2008, suscrito por la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, dirigido al Ing. Alexander Valerín, Director del Centro de Cómputo, con copia al Consejo Institucional, en el cual solicita remitir la respectiva modificación al Plan Informático en relación con el Presupuesto Extraordinario 01-2008. (SCI-582-05-2008)
Se toma nota. 
11. SCI-303-2008  Memorando con fecha 19 de mayo del 2008, suscrito por la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, dirigido a la Ingra. Giannina Ortiz Q., Vicerrectora de Docencia, con copia al Consejo Institucional,  en el cual solicita complementar  la información respecto al cálculo de los costos y rangos de pago para los años 2008-2009, ya que el mismo carece de las bases de cálculo de los costos y rangos de pago para los cursos de verano 2008-2009.  (SCI-583-05-2008)
Se toma nota en el Seguimiento de Acuerdos 
12. SCI-310-2008  Memorando con fecha 22 de mayo del 2008, suscrito por la Máster 
Rosaura Brenes S., Coordinadora de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, dirigido a la MBA. Hannia Rodríguez M., Directora del Departamento de Recursos Humanos, con copia al Consejo Institucional, en el cual solicita pronunciamiento respecto a la modificación al Reglamento de Prueba de Aptitud Académica del Instituto Tecnológico de Costa Rica.  (SCI-596-05-2008)
Se toma nota
13. SCI-311-2008  Memorando con fecha 22 de mayo del 2008, suscrito por la Máster 
Rosaura Brenes S., Coordinadora de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, dirigido a la Ingra. Giannina Ortiz Q., Vicerrectora de Docencia, con copia al Consejo Institucional, en el cual solicita pronunciamiento respecto a la solicitud de modificación al Calendario Institucional 2008.  (SCI-595-05-2008)
Se toma nota.  Se traslada al punto de agenda correspondiente
14. RH-0719-2008  Memorando con fecha 19 de mayo del 2008, suscrito por  la MBA. Hannia Rodríguez M., Directora del Departamento de Recursos Humanos, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual informa que están culminando la tercera etapa del Informe “Incremento para lograr el equilibrio en el porcentaje de remuneración a los Directores de Departamento”.  (SCI-593-05-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración
15. R-376-2008  Memorando con fecha 20 de mayo del 2008, suscrito por el M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual solicita un informe sobre todos los temas pendientes de las Comisiones Permanentes del Consejo Institucional.  (SCI-598-05-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Secretaría del Consejo Institucional
16. SCI-301-2008  Memorando con fecha 21 de mayo del 2008, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido a la MBA. Hannia Rodríguez M., Directora del Departamento de Recursos Humanos, en el cual remite el listado de las personas integrantes del Consejo Institucional, con la información solicitada de cada una. (SCI-599-05-2008)
Se toma nota. 
17. PAO-OPI-S-209-2008  Memorando con fecha 19 de mayo del 2008, suscrito por la MSc. Tatiana Fernández M., Coordinadora de la Unidad de Formulación y Evaluación de Planes Institucionales de la Oficina de Planificación Institucional, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual adjunta el Plan Anual Departamental para el año 2009. Asimismo, indica que se haga llegar la información a más tardar el 30 de mayo del año en curso. (SCI-573-05-2008).
Se toma nota.  Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración 
18. SCI-281-2008 Memorando con fecha 19 de mayo del 2008, suscrito por la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, dirigido a la Máster Gabriela Carballo, Secretaria Ejecutiva del Comité de Becas, con copia al Consejo Institucional, en el cual solicita audiencia para analizar de manera conjunta con los integrantes del Comité de Becas,  el Reglamento de Becas para el personal del ITCR. (SCI-560-05-2008)
Se toma nota. 
19. SCI-279-2008 Memorando con fecha 19 de mayo del 2008, suscrito por la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, dirigido a la Ingra. Giannina Ortiz Q., Vicerrectora de Docencia, con copia al Consejo Institucional, en el cual se informa que respecto a la solicitud de prórroga para presentar el estudio para la determinación de la capacidad institucional relacionada con los cupos de matrícula, se concede la misma hasta el 30 de mayo del año en curso. (SCI-560-05-2008)
Se toma nota. 
20. UDE-189-2008  Memorando con fecha 20 de mayo del 2008, suscrito por  el MSc. Manuel Monge S., Administrador Instalaciones Deportivas, Unidad de Deporte, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual informa que se cuenta con el visto bueno para utilizar el Gimnasio Armando Vázquez, el jueves 12 de junio del 2008, para la celebración del XXXVII Aniversario de la Institución.  (SCI-597-05-2008)
Se toma nota 
21. SCI-278-2008 Memorando con fecha 19 de mayo del 2008, suscrito por la Máster Rosaura Brenes S., Coordinadora de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, dirigido a la Ingra. Giannina Ortiz Q., Vicerrectora de Docencia, el Lic. Carlos Espinoza, Director de la Escuela de Matemática, el Lic. Walter Vargas, Director de la Escuela de Química y el Fis. Álvaro Amador, Director de la Escuela de Física, con copia al Consejo Institucional, en el cual se cursa invitación a la reunión de la Comisión el próximo 22 de mayo del 2008, para analizar la modificación al Reglamento del Régimen de Enseñanza Aprendizaje Art. 30. (SCI-557-05-2008)
Se toma nota. 
22. R-364-2008  Memorando con fecha 14 de mayo del 2008, suscrito por el M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, dirigido a la Licda. Lizeth Rodríguez B., Coordinadora de la Comisión Institucional de Control Interno, con copia al Consejo Institucional, en el cual comunica que  el Ing. Jorge Chaves, Director de la Escuela de Seguridad Laboral e Higiene Ambiental es el representante de la Vicerrectoría de Docencia ante esta Comisión.  (SCI-569-05-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración
23. VIE-397-2008 Memorando con fecha 20 de mayo del 2008, suscrito por el Dr. Dagoberto Arias A., Vicerrector de VIE, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual  comunica que respecto a la solicitud de presentación del “Informe del impacto logrado en los proyectos del Fondo del Sistema”, este fue remitido mediante oficio PAO-OPI-056-2008, de la Oficina de Planificación Institucional; asimismo comunica que en la Sesión del 13 de marzo del 2008, se realizó un foro presentando dicho informe, por lo que solicita eliminar el Seguimiento de la Ejecución de los Acuerdos dicho tema..   (SCI-571-05-2008)
Se toma nota. 
24. CIVCO-056-2008  Memorando con fecha 27 de mayo del 2008, suscrito por el MSc. Maikel Méndez Morales, Funcionario del CIVCO-ICO y representante del Comité de Becas, dirigido al Consejo Institucional, en el cual informa formal e irrevocablemente su renuncia al Comité de Becas del Instituto Tecnológico de Costa Rica, a partir del 30 de junio del 2008.   (SCI-602-05-2008)
Se toma nota.    
Correspondencia remitida a las Comisiones y a personas integrantes del Consejo Institucional:
25. Carta sin referencia con fecha 21 de mayo del 2008, suscrito por el MSc. Mauricio Monge A., Funcionario de la VIE, dirigida a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en la cual presenta solicitud de revisión del acuerdo tomado por el Consejo Institucional en la Sesión No. 2503, Art. 16, del 8 de marzo del 2007. (SCI-575-05-2008)
Se toma nota. 
26. PPAE-01-2008  Memorando con fecha 21 de mayo del 2008, suscrito por el Sr. Sebastián Vargas A., Presidente del Directorio del Plenario de Asociaciones, Elsa. Víctor Estrada, Presidente de la FEITEC y el Sr. Cristhian Solís R., Presidente del TEE, dirigido a la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, en el cual presentan Pronunciamiento por parte del Plenario de Asociaciones de Estudiantes con respecto al acuerdo tomado por el Consejo de Docencia sobre “Realización de exámenes semana 17”  (SCI-584-05-2008)
Se toma nota.  
27. CD-105-2008  Memorando con fecha 20 de mayo, suscrito por la Licda. Rosaura Méndez G., Directora de la Escuela de Cultura y Deporte, dirigido a la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, en el cual transcribe el acuerdo del Consejo de Escuela de Cultura y Deporte en la Sesión No. 08-2008 “Solicitar al Consejo institucional la suspensión del análisis y aprobación del Reglamento de Centros de Formación Humanística…”  (SCI-591-05-2008)
Se toma nota. 
28. CC-447-2008  Memorando con fecha 23 de mayo del 2008, suscrito por el Ing. Alexander Valerín, Director del Centro de Cómputo, dirigido a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite la modificación al Plan Informático, según la Presupuesto Extraordinario 01-2008.  (SCI-601-05-2008)
Se toma nota. 
ADDENDUM DE CORRESPONDENCIA
29. VIDA-441-2008 Memorando con fecha 27 de mayo del 2008, suscrito por la  Ingra. Giannina Ortiz Q., Vicerrectora de Docencia, dirigido a la Máster 
Rosaura Brenes S., Coordinadora de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, en el cual comunica que la Vicerrectoría de Docencia avala la solicitud de modificación al Calendario Institucional. (SCI-613-05-2008)
Se toma nota. 
30. VIDA-436-2008 Memorando con fecha 27 de mayo del 2008, suscrito por la  Ingra. Giannina Ortiz Q., Vicerrectora de Docencia, dirigido a la Máster 
Rosaura Brenes S., Coordinadora de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, en el cual remite observaciones al Reglamento de Centros de Formación Humanística. (SCI-612-05-2008)
Se toma nota.
31. AUDI-138-2008  Memorando con fecha 27 de mayo del 2008, suscrito por el Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, dirigido a la Ingra. Giannina Ortiz Q., Vicerrectora de Docencia, con copia al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual solicita información sobre la “Asamblea”, respecto a la Autonomía Universitaria y el autogobierno en el ITCR, celebrada el 26 de mayo del 2008.  (SCI-611-05-2008)
Se toma nota. 
32. AUDI-140-2008, AUDI-141-2008, AUDI-142-2008, AUDI-143-2008, AUDI-144-2008, AUDI-145-2008 y AUDI-146-2008 Memorandos con fecha 27 de mayo del 2008, suscritos por el Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, dirigido al Consejo de Docencia, Consejo de la VIESA, Consejo de Vicerrectoría de Administración, Consejo de Investigación y Extensión, Consejo Asesor de Sede Regional y el MBA. Rafael Hidalgo R., Director del Centro Académico de San José, respectivamente, con copia a MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual solicita respecto a la “Autonomía Universitaria y el autogobierno en el ITCR” lo siguiente: 1) Referirse de manera clara, pormenorizada y concisa a cada uno de los casos en que esta Auditoría, en el cumplimiento de sus responsabilidades, materializadas en los productos o servicios entregados, se ha extralimitado en sus competencias, 2) Informar, con fundamento en la labor realizada, las situaciones en las que la Auditoría ha obstaculizado el desarrollo del ITCR.  Asimismo indica que el suministro de la información solicitada permitirá revisar, en caso de que se justifique, las actuaciones de la Auditoría Interna para tomar acciones correctivas o por el contrario, evaluar la dimensión de las afirmaciones para sustentar acciones administrativas o legales, según corresponda.  (SCI-614-05-2008/SCI-615-05-2008/SCI-616-05-2008/SCI-617-05-2008/SCI-618-05-2008/SCI-619-05-2008/SCI-620-05-2008)
Se toma nota. 
33. INVITACIÓN del Consejo Universitario de la Universidad Estatal a Distancia, en la cual cursa invitación al Acto Solemne de investidura con el título “Doctor Honoris Causa” a la Licda. María Eugenia Dengo Obregón y al Lic. Eugenio Rodríguez Vega (adDg). El acto se llevará a cabo el viernes  30 de mayo del 2008, a las 3:00 p.m. en la sala magna del Paraninfo Daniel Oduber, Sede Central de la UNED. Mercedes de Montes de Oca.  (SCI-624-05-2008)
Se toma nota.
34. VAD-156-2008  Memorando con fecha 27 de mayo del 2008, suscrito por el MBA. Bernal Martínez G., Vicerrector de Administración, la Ingra. Giannina Ortiz Q., Vicerrectora de Docencia, el Dr. Dagoberto Arias A., Vicerrector de VIE, la Licda. Ligia Rivas R., Vicerrectora de la VIESA, Ing. Olger Murillo B., Director de la Sede Regional de San Carlos y el MBA. José Rafael Hidalgo, Director del Centro Académico de San José, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, el Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, en el cual transcriben el acuerdo tomado por el Consejo de Docencia, el Consejo de la VIESA, el Consejo de la Vicerrectoría de Administración, el Consejo de Investigación y Extensión, el Consejo de la Vicerrectoría de Investigación y Extensión, el Consejo Asesor, de Sede y el Director del Centro Académico, con respecto a la “Autonomía universitaria y el autogobierno en el ITCR”.  (SCI-621-05-2008)
Se toma nota. 
35. DAIR-81-2008 Memorando con fecha 28 de mayo del 2008, suscrito por el Ing. Warner Chaves V.,  Presidente del Directorio de la AIR, dirigido a los miembros del Consejo Institucional, en el cual transcribe el acuerdo tomado por el DAIR en Sesión Extraordinaria No. 81-2008, Art. 2, celebrada el 27 de mayo del 2008, el cual dice: “1) Comunicar el acuerdo de la Asamblea Plenaria del  III Congreso Institucional al Consejo de Rectoría y al Consejo Institucional, para que para que incluya en el Presupuesto 2009, la creación de 12 plazas permanentes, categoría 23,  para atender la asignación de 15 profesores en la categoría de Investigador 1, 10 profesores en la categoría de Investigador 2 y 5 profesores en la categoría de Investigador 3.          2)  Adicionalmente un incremento de ¢25 millones de colones en el Presupuesto Institucional de la Vicerrectoría de Investigación y Extensión, para la asignación de las becas de estudiantes especial para investigación.”
Se toma nota. 
36. SCI-323-2008  Memorando con fecha 29 de mayo del 2008, suscrito por el Máster Roberto Gallardo L., Coordinador de la Comisión Especial Sede Interuniversitaria de Alajuela, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual adjunta en atención al acuerdo tomado por el Consejo Institucional en la Sesión No. 2548, Art. 11 del 6 de marzo del 2008, el Informe Final (Ejecutivo) de la Comisión. .  (SCI-626-05-2008)
Se toma nota. 
CAPÍTULO ASUNTOS DE RECTORÍA
ARTÍCULO 3.	Informe Asuntos de Rectoría 
El señor Eugenio Trejos B., Rector y Presidente del Consejo Institucional, informa sobre las actividades realizadas durante la semana del 23 al 28 de mayo del 2008, detalladas de la siguiente manera:
1.  PROYECTO DE ALFABETIZACIÓN DIGITAL PARA NIÑOS Y NIÑAS CON PROBLEMAS DE DROGODEPENDENCIAS
El viernes 23 de mayo se reunió con la estudiante Alejandra Barquero de la Escuela de Computación y el estudiante Juan Gabriel Arce, representante de la FEITEC, con el propósito de analizar la posibilidad de que el ITCR desarrolle un proyecto de Alfabetización Digital de Niñas y Niños con problemas de Drogodependencias que se encuentran internados en los Hogares CREA, ubicados en Cartago.
Esta reunión dio cabida para plantear la imperiosa necesidad de que el ITCR retome el Proyecto de Trabajo de Interacción Social (TIS), o bien establezca un Programa de Voluntariado para el desarrollo de proyectos de extensión social; por ello se invitó a esa misma reunión a la Licda. Desiré Mora, Profesora de la Escuela de Cultura y Deporte y Coordinadora de la Comisión que analiza el Proyecto TIS, para dialogar al respecto. Convenimos en citar a una reunión más amplia para dialogar sobre este tema el próximo lunes 26 de mayo.
2. REUNIÓN CON PERSONEROS DEL MINISTERIO DE ECONOMÍA
El viernes 23 de mayo se reunió en compañía del Dr. Dagoberto Arias, Vicerrector de Investigación y Extensión, y el M.B.A. Juan Carlos Leiva, Coordinador del Programa de Emprendedores de la Escuela de Administración de Empresas, con la Licda. Ivannia Mata, Directora de la Dirección General de Apoyo a la Pequeña y Mediana Empresa del Ministerio de Economía Industria y Comercio (MEIC), con el propósito de articular las acciones que el ITCR desarrollará conjuntamente con el MEIC para apoyar a las PYMES.
3.  REUNIÓN DE CONSEJOS 
El lunes 26 de mayo participó en el Acto de Apertura de la I Reunión de Consejos de Rectoría, de Docencia, de Investigación y Extensión, de Vida Estudiantil y Asuntos Académicos y de Administración, con el propósito de analizar por un lado, el tema de la autonomía universitaria y por otro, el papel de los órganos superiores de la Institución. La reunión que se realizó en la Sala de Conferencias de la Biblioteca José Figueres Ferrer
4. REUNIÓN CON REPRESENTANTE DE PROCTER & GAMBLE
El lunes 26 de mayo se reunió con la Licda. Leda de Gariño, Directora de Recursos Humanos de la empresa Procter and Gamble (P&G), con el propósito de analizar la posibilidad de que el ITCR imparta otro Programa de Maestria en Administración de Empresas para el personal de P&G, ubicado en el Centro de Negocios Forum en Santa Ana.
5. PROGRAMA DE VOLUNTARIADO DEL ITCR
El lunes 26 de mayo se reunió con la Licda. Ligia Rivas, Vicerrectora de Vida Estudiantil y Servicios Académicos, las profesoras y profesores de la Escuela de Cultura y Deporte Desiré Mora, y los estudiantes Víctor Estrada, Presidente de la FEITEC, Juan Gabriel Arce, miembro de esa Federación y el Sr. Cristian Pérez, Presidente del TEE, con el propósito de analizar la posibilidad de establecer un Programa de Voluntariado en el ITCR para el desarrollo de proyectos de extensión social. Convenimos en encomendar a la Lic. Mora para que conjuntamente con la representación estudiantil elabore una propuesta de Programa de Voluntariado del ITCR a efecto de someterla a consideración de las personas que participamos en esta reunión, con miras a tramitarla ante el Consejo Institucional.
6. SESIÓN N° 17-08 DEL CONSEJO NACIONAL DE RECTORES
El martes 27 de mayo participó en la Sesión N° 17-08 del Consejo Nacional de Rectores (CONARE), en la que se trataron básicamente los siguientes temas:
6.1. Aprobación de las Actas de las Sesiones del CONARE N°11-08 y 15-08
Se aprobaron las Actas de las Sesiones N°11-08 y 15-08 del CONARE. Deposito en la Secretaria del Consejo Institucional copia de dichas Actas.
6.2. Sede Interuniversitaria de Alajuela 
Se recibió la visita de la Licda. Jeannette Ruiz y el Lic. Álvaro Solano, representantes de la Municipalidad de Alajuela, quienes solicitaron al CONARE  mantenga el Proyecto de Sede Interuniversitaria de Alajuela y ofrecieron un mayor apoyo a este proyecto, sobre todo en lo relativo a la adquisición de un terreno apropiado para la construcción de las instalaciones para esa Sede.  
En el caso del ITCR manifesté que el Instituto está pensando seriamente en no ampliar su oferta académica en esa Sede tal cual se tenía programado. Sin embargo, se me indicó que en el documento “Proceso de Inscripción a la Educación Superior Estatal Costarricense 2008-2009”, elaborado por la Comisión de Admisión y Registro del CONARE, en el que se informa a la población estudiantil que cursa el último año de secundaria que el proceso de admisión 2008-2009 se realizará en forma conjunta en la etapa de la inscripción a la prueba de admisión, se indica que el ITCR ofrecerá en la Sede Interuniversitaria de Alajuela las carreras de Ingeniería en Construcción e Ingeniería en Seguridad Laboral e Higiene Ambiental.
6.3. Financiamiento y presupuesto
a. Se hizo entrega del Oficio CCI-01-08 de la Comisión de Control Interno  del CONARE (CCIC) mediante el cual remiten los siguientes documentos: Plan de Trabajo de la CCIC para el año 2008, Diagnóstico sobre el estado de conocimiento sobre control interno del personal del CONARE, Plan de Autoevaluación del Sistema de Control Interno del CONARE, Instructivo para la autoevaluación del Sistema de Control Interno del CONARE y anexo guías para la autoevaluación del sistema de control interno del CONARE.
b. Se hizo entrega de la Nota AI-089-08 de la Auditoría Interna indicando que los documentos presentados por la Comisión de Control Interno del CONARE, cumplen con las condiciones mínimas según las directrices de la Contraloría General de la República.
6.4. CENIBiot
a. Copia CENIBiot-089-08 solicitud de vacaciones de la Dra. Marta Valdez.
b. Copia CENIBiot-88-08 solicitud del proyecto del depósito de garantía ambiental.
c. Copia SE-210-08 agradece designación del CONICIT para administrar fondos del CENIBiot.
d. MICIT-DVM-085-08 designación del Lic. José Gerardo Umaña Sánchez, como parte del equipo humano que reforzará la Entidad Gestora del CENIBiot.
e. MICIT-DVM-084-08 sobre la firma del contrato de servicios con el CONICIT.
6.5. Correspondencia
a. Copia del Oficio VAD-151-08 acuerdo del Consejo de Administración del ITCR sobre autonomía universitaria.
b. Copia del Oficio CU-2008-246 acuerdo del Consejo Universitario de la UNED sobre la portada del folleto “Procesos de Inscripción a la Educación Superior Costarricense 2008-2009”.
c. Información sobre la Asociación de Universidades de América Latina y del Caribe para la Integración (AUALCPI).
d. Documento Semana 59 del señor Guillermo Molina.
e. Copia del Oficio SE-176-08 en el que CONICIT expresa respaldo al “Proyecto Café Científico”
f. Correo electrónico sobre invitación a participar en la convocatoria Programa ALFA III de la Comisión Europea.  
g. SCU-607-08 acuerdo del Consejo Universitario de la UNA sobre “exoneración de pagos para trámites de equiparación de cursos”.
6.6. Leyes y Decretos Ley
Nota de la Comisión Permanente de Asuntos Sociales de fecha 21 de mayo, mediante la cual consultan criterio sobre proyecto “Creación del Consejo Económico y Social de Costa Rica”, expediente No.16130.
6.7. Programas y Comisiones del CONARE
a. Nota OPES-DC-COMVIVE-289-08 la Comisión de Vicerrectores de Vida Estudiantil solicita más plazo para presentar propuesta de proyectos para financiar con Fondo del Sistema 2009.
b. Nota OPES-COM-VEAS-280-08 la Comisión de Vicerrectores de Extensión y Acción Social solicita más plazo para presentar propuesta de proyectos para financiar con Fondo del Sistema 2009.
6.8. Planes y programas de estudio
a. Se recibió el Oficio R-2224-08 solicitud de la Universidad de Costa Rica para que se realice el estudio de la propuesta de reforma curricular del Programa de Postgrado en Comunicación, creación de tres maestrías académicas: 
· Comunicación y Desarrollo
· Comunicación Social con varios énfasis
· Comunicación Audiovisual y Multimedia
b. Copia de nota enviada a la Directora Ejecutiva del CONESUP: 
     OPES-190-A propuesta de la Universidad Americana para ofrecer el Bachillerato y la Licenciatura en Tecnologías de información para Negocios.
7. MESA REDONDA SOBRE CRISIS ALIMENTARIA 
El miércoles 28 de mayo participó en la Mesa Redonda sobre Crisis Alimentaría en América Latina, en la que participaron el Dr. Alan Jorge Bojanic, Director de la Organización para la Alimentación y la Agricultura (FAO) de las Naciones Unidas, el Sr. Oscar Campos, Ex Diputado y Ex Vice Ministro de Agricultura y Presidente de los Productores de Arroz, y el Ing. Ronald Elizondo, Director de la Escuela de Ingeniería Agropecuaria. El evento se realizó en el Mini Auditorio del Centro de Investigación en Computación (CIC).
Según datos de la FAO, 826 millones de personas están desnutridas crónicamente en el mundo, de las cuales 52 millones viven en América Latina y el Caribe.
Entre las medidas que se proponen para enfrentar la crisis alimentaria que aflige al mundo figuran las siguientes:
· Fortalecer los sistemas nacionales de seguridad alimentaria y de calidad de alimentos
· Establecer alianzas público-privadas y estrategias de combate a la desnutrición
· Instaurar sistemas propios de gestión y aseguramiento de la calidad y la inocuidad, de alta confiabilidad
· Fijar mecanismos de reconocimiento y pago a la calidad en mercados internos
· Desarrollar programas regionales (bloques de países) y mejorar la capacidad de gestión y negociación internacional
8. REUNIÓN CON ESTUDIANTES DE LA UNIVERSIDAD DE PURDUE
El miércoles 28 de mayo se reunió junto con el Dr. Henry Quesada, Profesor de la Escuela de Producción Industrial, con la delegación de estudiantes de grado y postgrado de la Universidad de Purdue, Estados Unidos de América, que visitan el ITCR en el marco del Convenio de Cooperación e Intercambio Académico existente entre nuestras Instituciones. La delegación Purdue estuvo encabezada por el M.S. Isaac Slaven, Investigador del Laboratorio de Investigación en Maderas, del Departamento de Forestal y Recursos Naturales de esa Universidad.
Seguidamente el señor Eugenio Trejos hace entrega del documento denominado "Ayuda Memoria" correspondiente a la Sesión No. 14-2008 del 20 de mayo del 2008, para lo cual presenta una síntesis de los asuntos tratados en dicha reunión. 
1. Informes del MSc. Eugenio Trejos, Rector,
2. Correspondencia
3. Presentación Estudio de  Demandas 
4. Convenio  de Colaboración Internacional entre el Instituto Tecnológico de Costa Rica y  la Escuela Nacional Superior de Telecomunicaciones Bretagne, Francia.
5. Varios
El señor Roberto Gallado resalta que en el apartado de correspondencia, se encuentra el informe sobre la sede interuniversitaria y solicita realizar un foro para discutirlo con la señora Giannina Ortiz y para luego generar una propuesta para tomar una decisión.
El señor Eugenio Trejos solicita ponerlo en agenda para la próxima semana ya que se van a tomar decisiones que van afectar los presupuestos.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2460. 
CAPÍTULO PROPUESTAS DE COMISIONES
ARTÍCULO 4.	Propuestas de Comisiones del Consejo Institucional
La señora Sonia Barboza presenta la propuesta denominada: “Revisión del acuerdo del Consejo Institucional, Sesión No. 2554, Artículo 9, Plan de Admisión Diferenciada para las Carreras Agroforestales”, la cual dice:
1. El  Consejo Institucional en la Sesión Nº 2554, Artículo 9,  del jueves 17 de  abril del 2008, aprobó el Plan de Admisión Diferenciada para las Carreras Agroforestales.
2. El Plan de Admisión Diferenciada para las Carreras Agroforestales, En el punto 3, inciso a. I Fase, indica que para la Matrícula Extraordinaria se llamarán, para completar cupo, únicamente a estudiantes que hayan solicitado una Carrera del Área Agroforestal que están debajo de la nota de corte y de acuerdo a la graduatoria que se realizará aplicando las variables del Programa de Admisión Restringida creada para este fin y una entrevista a cada candidato.  
3. La Secretaría del Consejo Institucional con fecha, recibió el oficio  AR-250-2008  suscrito por el MBA. William Vives Brenes, Director del Departamento de  Admisión y Registro en el  cual solicita definir el término “graduatoria” dado que  debe contar con la información correspondiente para aplicar las variables del proceso de matricula extraordinaria a los estudiantes que ingresarán bajo la modalidad del Plan de Admisión Diferenciada. 
4. La Comisión de Asuntos Académicos en reunión realizada el jueves 22 de mayo, según consta en la minuta 205-08 recibió a la Ing. Giannina Ortiz, Vicerrectora de Docencia y al Ing. Ronald Elizondo, Director de la Escuela de Ing. Agropecuaria Administrativa con el fin de finiquitar detalles sobre la nota de corte para la matrícula extraordinaria de los estudiantes que ingresarán en estas condiciones especiales.
5. Producto del análisis y discusión, la Comisión dispone proponer que la nota de corte para la matrícula extraordinaria no debe bajar de 400 puntos, y será únicamente para  los estudiantes que ingresen bajo este plan. Además la Comisión considera que se hace necesario, con el fin de evitar deserción posterior, de acuerdo con el dictamen legal, establecer un mecanismo donde al estudiante se le advierta que al ingresar en estas condiciones, no puede hacer cambio de carrera.
SE PROPONE:
a. Establecer la nota de corte hasta llegar a 400 puntos, únicamente para los estudiantes que ingresarán en matrícula extraordinaria, bajo el El Plan de Admisión Diferenciada para las Carreras Agroforestales.
b. Las variables que se van a tomar en cuenta, además de la nota obtenida son:
1. Colegio de Origen
2. Condición socioeconómica y zona de origen (Índice de Desarrollo Socioeconómico)
3. Realizar Test Vocacional
4. Realizar entrevistas
c. Todo(a) estudiante que ingrese bajo las condiciones del Plan de Admisión Diferenciada, se compromete a no optar por un cambio de carrera. 
La señora Barboza solicita darle prioridad a la discusión de esta propuesta, en razón de la importancia de la misma.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2460. 
CAPÍTULO DE PROPUESTAS
ARTÍCULO 5.	Propuestas de miembros del Consejo Institucional
No se presentaron propuestas por parte de los miembros del Consejo Institucional.
ARTÍCULO 6. Juramentación de un Representante del Sector Estudiantil ante el Tribunal Institucional  Electoral,  periodo 2007-2008
NOTA: Se presenta a la Sesión, el señor Andrey Rodríguez Méndez, a las 10:24 a.m.
El señor Eugenio Trejos saluda y da la bienvenida al señor Andrey Rodríguez, y procede con la juramentación correspondiente del nuevo representante del sector estudiantil ante el Tribunal Institucional Electoral, para lo cual le solicita al pleno ponerse de pie.  Asimismo, solicita al señor Rodríguez levantar la mano derecha, para la respectiva juramentación, y  que dice:
Señor rector:
"¿Juráis a Dios y prometéis a la Patria y al Instituto Tecnológico de Costa Rica observar y defender la Constitución y demás leyes de la República, la Ley Orgánica, El Estatuto Orgánico del Instituto Tecnológico de Costa Rica y cumplir fielmente los deberes encomendados por el Consejo Institucional?
Sr. Andrey Rodríguez:
"Sí, juro"
Señor Rector:
"Sí así lo hiciereis, Dios os ayude, y si no, Él, La Patria y la Institución os lo demanden".
NOTA: Se retira de la Sesión, el señor Andrey Rodríguez, a las 10:25 a.m.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2460. 
CAPÍTULO ASUNTOS DE FONDO
ARTÍCULO 7.Legalidad de los procedimientos seguidos en el trámite, legitimidad del uso de los recursos públicos involucrados y establecimiento de responsabilidades en relación con (1) la “Carta de Entendimiento entre la Universidad de Valencia y el ITCR” y con (2) el “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED” 
NOTA: Se presentan a la Sesión, en calidad de invitados, el señor  Carlos Bonilla, Asistente del señor Rector y la señora Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo, a las 10:45 a.m.
El señor Eugenio Trejos presenta la propuesta Sustitutiva denominada “Legalidad de los procedimientos seguidos en el trámite, legitimidad del uso de los recursos públicos involucrados y establecimiento de responsabilidades en relación con (1) la “Carta de Entendimiento entre la Universidad de Valencia y el ITCR” y con (2) el “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, elaborada por la Presidencia, la cual dice:
HECHOS
1. En la Sesión Ordinaria N° 2394, Artículo 7, del 25 de noviembre del 2004, el Consejo institucional acordó, en lo conducente, lo que sigue:
“CONSIDERANDO QUE:
1. El Instituto Tecnológico de Costa Rica ha suscrito un Convenio Marco con la Universidad de Valencia para el Proyecto del Doctorado en Administración de Empresas. 
2.  (…) 
3. El MSc. Eugenio Trejos Benavides, participará de una serie de reuniones y visitas programadas por la Universidad de Alcalá de Henares, la Universidad de Valencia y la Universidad Autónoma de Madrid en  España.  Dichas visitas están programadas para el período comprendido entre del 28 de noviembre al 5 de diciembre del 2004. 
4. El objetivo principal de la visita a la Universidad de Valencia, es presentar una propuesta para la firma de una Carta de Entendimiento para un Programa de formación de Doctores en Dirección de Empresas, entre esta Universidad y el Instituto Tecnológico de Costa Rica. 
(…)
ACUERDA:   
a. Autorizar el viaje del MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector del Instituto Tecnológico de Costa Rica… a la Universidad de Valencia a la firma de una Carta de Entendimiento para un Programa de formación de Doctores en Dirección de Empresas … del 28 de noviembre al 5 de diciembre del 2004. ACUERDO FIRME”
2. El 30 de noviembre del 2004 se suscribió la Carta de entendimiento entre la Universidad de Valencia y el Instituto Tecnológico de Costa Rica (en adelante conocida como “Carta de entendimiento”). Este documento fue suscrito por el Dr. José Plá Barber, Director del Departamento de Dirección de Empresas de la Universidad de Valencia y el M.Sc. Eugenio Trejos, Rector del ITCR, con el objetivo de “preparar un grupo de aproximadamente 30 profesores de la Escuela de Administración de Empresas del ITCR a nivel de doctorado en Dirección de Empresas de la Universidad de Valencia” (Cláusula segunda), con una cuantía estimada de ¢ 21 millones (Cláusula octava).
3. En la Sesión N. 25-07 del Consejo Nacional de Rectores (CONARE) celebrada el 7 de agosto del 2007, en el artículo 1. se acordó en firme aprobar la asignación de montos “a la lista de líneas de desarrollo y de proyectos, con cargo al Fondo del Sistema, para el 2008. En el Área de Docencia se encuentra aprobado el Proyecto “Formación de Docentes en Dirección de Empresas en alianza con la Universidad de Valencia, por un monto 67.264.600 millones de colones. Se aprueba para el período 2008-2010.
4. El 28 de enero del 2008, en el marco de la supracitada aprobación, se suscribió el Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED (en adelante conocido como “Convenio de adhesión”). Este documento fue suscrito por el M.Sc. Eugenio Trejos, Rector del ITCR, la Dra Yamileth González García Rectora de la UCR, el Dr. Olman Segura Bonilla, Rector de la UNA y el M.Sc. Rodrigo Arias Camacho, Rector de la UNED, con el objetivo de “formalizar la adhesión de la UCR, UNA y UNED al convenio específico que existe entre la Universidad de Valencia y el ITCR en el cual este último firmó una Carta de Entendimiento para un Programa de Formación de Doctores en Dirección de Empresas en el mes de noviembre del 2004” (Cláusula primera), con una cuantía estimada cercana a ¢67 millones (Cláusula décima).
5. El 21 de abril del 2008 se firmó un nuevo Convenio, actualmente vigente, por parte de los cuatro rectores nacionales y por parte del Rector de la Universidad de Valencia.
Valoración Legal de los aspectos procedimentales utilizados en todo este proceso.
A. Punto de Partida: El Bloque de Legalidad.
Una de las legítimas preocupaciones del Consejo Institucional –totalmente compartida por la Rectoría- es actuar de conformidad con la Legalidad. Constantemente hablamos del Principio de Legalidad resumido en aquella frase de que “la Administración solo puede hacer aquello que esté expresamente permitido”, a diferencia del Derecho Privado, en el cual es posible”hacer todo lo que no esté prohibido”. 
En principio, esto es correcto, pero responde a una comprensión muy limitada y restrictiva del Derecho Administrativo. Por ello, mejor que hablar de Principio de Legalidad, los grandes administrativistas prefieren hacer referencia al Bloque de Legalidad, tal y como lo hace la propia Contraloría General de la República cuando establece que: 
“Bloque de legalidad: es el conjunto de normas jurídicas, escritas o no escritas, a cuya observancia se encuentra obligada la Administración Pública, el cual comprende tanto la ley como las normas de rango superior, igual o inferior a ésta, incluidos los principios generales y las reglas de la ciencia o de la técnica.” (CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, R-2-2003-CO-DFOE.—Despacho del Contralor General, a las ocho horas del primero de diciembre de dos mil tres)
Entonces tenemos:
· Un conjunto de normas jurídicas (Constitución, Leyes, Estatuto, Reglamentos).
· Escritas y no escritas: además de las citadas, tenemos las normas no escritas como la costumbre administrativa, la jurisprudencia, la doctrina y los Principios Generales de Derecho (algunos ya contenidos en normas escritas, otros no) y las Reglas de la ciencia o de la técnica.
· Todas las cuales (escritas y no escritas) se encuentra obligada a observar la Administración Pública.
Este Bloque de Legalidad está consagrado en nuestra Ley General de la Administración Pública, en el artículo 13.1 que en lo conducente dice:
“La Administración estará sujeta, en general, a todas las normas escritas y no escritas del ordenamiento administrativo…”
En nuestro caso, los Principios Generales del Derecho Administrativo son de mucha relevancia por la siguiente razón: en Costa Rica, los Principios Generales del Derecho tienen rango de Ley. Tal como lo explica el ilustre administrativista costarricense, Dr. Eduardo Ortiz Ortiz, padre de la actual Ley General de la Administración Pública (en adelante LGAP):
“Los principios generales de derecho pueden ser expresamente acogidos como fuente por el orden jurídico. En esta hipótesis su rango jurídico es el de la norma que los reconoce. Si es norma constitucional, igual será su régimen y si es ley ordinaria serán equiparados a la misma. En Costa Rica el artículo 5 de la LOPJ remite expresamente a los principios generales de derecho para el caso de laguna de ley,  lo que indica que en nuestro sistema tienen fuerza legal. Esta remisión es además acogida de forma expresa por la LGAP en su artículo 14.1, entre otros. “ (Tesis de Derecho Administrativo, Ed. Stradtman, 1998)
También es muy clara la norma contenida en el artículo 7.1. de la citada LGAP que dice:
“Las normas no escritas –como la costumbre, la jurisprudencia y los principios generales de derecho- servirán para interpretar, integrar y delimitar el campo de aplicación del ordenamiento escrito y tendrán el rango de la norma que interpretan, integran o delimitan.”
Por su parte, el Dr. Ernesto Jinesta Lobo, actual Magistrado de la Sala Constitucional afirma lo siguiente:
“A tenor de los artículos 7, párrafo 1 de la Ley General de la Administración Pública y 5, párrafo 3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, los principios generales del derecho son normas no escritas y sirven para interpretar, integrar y delimitar el campo de aplicación del ordenamiento escrito… De igual forma, las normas no escritas prevalecen sobre las escritas de rango inferior (artículo 7, párrafo 3 de la LGAP). Por consecuencia, los principios generales de rango constitucional o legal, prevalecen sobre las normas reglamentarias.” (Tratado de Derecho Administrativo, Tomo I, 2002)
Algunos Principios Generales del Derecho Administrativo son:
· Principio de Eficiencia
· Principio de Continuidad
· Principio de Equidad
· Principio de Conservación del Acto
· Principio de Economía
· Principio de Interpretación de la norma en la forma en que mejor garantice la realización del fin.
· Principio de Legalidad
· Principio de Razonabilidad o Proporcionalidad
· Principio de necesidad
Tal como lo dice el Artículo 4 de la LGAP:
“La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los principios fundamentales del servicio público, para asegurar su continuidad, eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios, usuarios o beneficiarios.”
B. Criterio de interpretación de las normas administrativas:
Para analizar lo ocurrido con el o los Convenios con la Universidad de Valencia, desde un enfoque de buen Derecho, es necesario tomar en cuenta, además del punto de partida del Bloque de Legalidad, algunos criterios para interpretar las normas administrativas. Con esto se pretende que nos salgamos del círculo de “los discrepantes criterios de los distintos asesores legales”, para ubicarnos en el campo correcto que es el de la hermenéutica propia del Derecho Administrativo. Nuevamente traemos a colación al Dr. Ortiz Ortiz, principal redactor de la LGAP, quien nos dice lo siguiente:
“En el Derecho Administrativo… lo importante no es tanto otorgar capacidad a la Administración, como asegurarse de que será empleada con eficiencia para lograr fines determinados. Es posible que el fin no se desprenda claro de la norma, pero entonces tiene que dársela el encargado de aplicarla…. En el derecho administrativo, como en ningún otro, la relativización de los conceptos normativos debe tomarse en cuenta para fijar su sentido. La única interpretación aceptable es aquella que permita realizar el fin de la norma.”
Es decir, en la aplicación e interpretación de las normas administrativas, el fin justifica los medios, o para ser más exactos “el fin lícito justifica los medios lícitos.”, es decir, todos aquellos contemplados en el Bloque de Legalidad.
Lo anterior está en correspondencia con el Artículo 10.1 de la LGAP que dice:
“La norma administrativa deberá ser interpretada en la forma en que mejor garantice la realización del fin público a que se dirige, dentro del respeto debido a los derechos e intereses del particular.”
C. Normativa interna aplicable al caso
Una vez clarificado el punto de partida y los criterios hermenéuticos utilizados por la Administración en el caso del convenio con la Universidad de Valencia, entramos a analizar la normativa interna aplicable al caso. Sin embargo, de previo es necesario hacer una consideración teórica más, referente a la aplicación de las normas en el tiempo y en el espacio y el problema de la antinomia normativa, es decir: cuando dos normas de igual o de diferente rango parecen oponerse una a la otra ¿cuál prevalece?
Para responder a esta pregunta acudimos al autorizado criterio de la Procuraduría General de la República que en su Dictamen 038, del 14 de febrero del 2003 indica lo siguiente:
“La primera regla (para resolver la antinomia) que tenemos, es el principio de jerarquización normativa, el cual establece que en el ordenamiento jurídico existen unas normas que son superiores a otras. Las consecuencias de este principio son: la norma superior prevalece sobre la inferior; la de menor rango no puede modificar a la de superior jerarquía; y, el operador jurídico está en el deber de optar siempre por el precepto de mayor rango. 
La segunda regla la encontramos en el principio de que la norma posterior deroga a la anterior. Esta regla supone que estamos frente a normas de igual jerarquía, ya que de no ser así, la técnica que se debería aplicar sería la expresada en el párrafo anterior. 
La Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, en la resolución número 130 de las 14:30 horas del 26 de agosto de 1992, indicó: 
"La derogación de una norma jurídica se origina en la promulgación de otra posterior, a la cual hace perder vigencia. Tal principio lo consagra nuestro Derecho Positivo en el artículo 8 del Código Civil y en el 129 de la Constitución Política. Asimismo, según se deriva de dichas disposiciones, la derogatoria puede ser expresa o tácita. La tácita sobreviene cuando surge incompatibilidad de la nueva ley con la anterior, sobre la misma materia, produciéndose así contradicción. .."
La tercera regla se expresa en el principio de que la norma especial prevalece sobre la general. Aquí estamos ante el supuesto de normas de igual jerarquía y que pueden tener o no la misma fecha de vigencia, debiendo optar el operador jurídico por la especial frente a la general.”
El criterio jerárquico, el cronológico y el de especialidad son importantes, y en nuestro caso es relevante el de especialidad porque en relación con los procedimientos aplicados al caso del convenio o convenios con la Universidad de Valencia, tenemos dos normas de igual jerarquía (ambas son reglamentarias) que presentan una antinomia, es decir, que se oponen una a la otra. Veamos:
·  La Norma 5 de las Normas de Presupuesto del Instituto Tecnológico de Costa Rica, aprobadas en la Sesión No. 1887, Artículo 13, del 30 de mayo de 1996, y publicada en la Gaceta No. 70, establece lo siguiente: 
“ Previo a la firma de todo Convenio, contrato o acción similar que no sea de índole administrativa y que implique compromisos financieros deberá ser elaborado por la Dirección de Cooperación, en coordinación con el responsable del Programa Presupuestario correspondiente y la Oficina de Planificación Institucional. El mismo debe ser dictaminado por la Vicerrectoría de Administración con la evaluación respectiva de su impacto presupuestario, junto a los dictámenes de Asesoría Legal y de la Auditoría Interna. Cuando corresponda, el convenio o contrato deberá ser refrendado por la Contraloría General de la República.” 
Estamos aquí ante una regulación que involucra a la Dirección de Cooperación, a la Oficina de Planificación Institucional, a la Vicerrectoría de Administración, a la Oficina de Asesoría Legal, a la Auditoría Interna y, en su caso, a la Contraloría General de la República. No hay aquí ninguna referencia al Consejo Institucional.
· Por su parte, el Reglamento para la tramitación de Convenios y Cartas de Entendimiento del ITCR, en el Capítulo de “Procedimientos” establece lo siguiente:
“Artículo 4. Los convenios que deben ser aprobados por el Consejo Institucional son aquellos que requieren de una asignación presupuestaria adicional al Presupuesto Ordinario  del Instituto Tecnológico de Costa Rica, para su ejecución.”
“Artículo 5. Los convenios específicos o cartas de entendimiento que no tengan erogación directa de fondos institucionales, no requieren la autorización del Consejo Institucional. Serán firmadas por el Rector, el cual informará posteriormente al Consejo Institucional. Previo a la firma del acuerdo, los convenios específicos deben de contar con la aprobación de (los) Consejo(s) de Departamento(s) encargado(s) de ejecutar las actividades.”
Es decir, estamos ante dos procedimientos distintos: el primero, consignado en la Norma Presupuestaria No 5, que involucra a la Oficina de Planificación Institucional, a la Oficina de Asesoría legal, a la Dirección de Cooperación y que fue establecido como procedimiento “previo a la firma de todo convenio…”. El segundo procedimiento, (que cubre los casos de los Artículos 4 y 5 del Reglamento) recae únicamente para aquellos convenios que no requieren de la aprobación institucional por no implicar erogación directa de fondos institucionales o por no requerir de una asignación presupuestaria adicional. Es un procedimiento expedito: a. aprobación de los Consejos de Departamento involucrados, b. firma del Rector y c. posterior informe al Consejo Institucional. 
Si partimos de la hipótesis –que luego comprobaremos- de que estamos ante convenios específicos que no requieren de asignaciones presupuestarias adicionales ni implican la erogación de fondos institucionales “strictu sensu”, tenemos una normativa general presupuestaria que contiene la norma 5 del presupuesto, promulgada en 1996,  y una normativa especial destinada a regular la materia de convenios, el Reglamento para la tramitación de Convenios y de Cartas de Entendimiento, que contiene los Artículos 4 y 5 supracitados, promulgado en 1998.
De acuerdo con las reglas arriba citadas en la jurisprudencia de la Procuraduría General de la República,  cuando se presenta una antinomia normativa, es decir una colusión de normas, prevalece la posterior sobre la anterior cuando son del mismo rango, como lo son en este caso, y prevalece la especial (Reglamento específico para convenios) sobre la general (norma presupuestaria que habla sobre convenios). La conclusión es clara: bajo la hipótesis de los Artículos 4 y 5 del Reglamento, los convenios que no impliquen erogación de fondos institucionales ni requieran de asignación presupuestaria adicional  no tienen que ser aprobados por el Consejo Institucional, ni pasar por la Oficina de Planificación Institucional, ni por la Oficina de Asesoría Legal. Puede ser aconsejable que se haga, pero no es obligatorio para la Administración hacerlo. Se aplica en estos casos el procedimiento expedito ya señalado.
 Por otra parte, el “Manual de Normas y Procedimientos para la firma de Convenios en los que participe el Instituto Tecnológico de Costa Rica” aporta mecanismos y procedimientos concretos para poner en ejecución la citada Norma Presupuestaria No 5, en relación con tres tipos de Convenio: 
· Convenios Marco
· Convenios que comprometen recursos institucionales
· Convenios que deben ser refrendados por la Contraloría General de la República.
Lo cual, por las razones dichas y por las que indicaremos oportunamente, no es aplicable al caso de los convenios con la Universidad de Valencia.
D. Aspectos puntuales
La propuesta de la Comisión de Planificación y Administración plantea algunas objeciones al procedimiento utilizado por la Administración, por las cuales considera que el convenio “es ineficaz”. Fundamentalmente, hay tres temas planteados que requieren aclaración o respuesta desde el punto de vista jurídico:
a. La naturaleza de los Fondos Especiales para la Educación Superior.
b. La ausencia de firma del Rector de Valencia en el Convenio de Adhesión.
c. ¿Adhesión, addendum o nuevo convenio?
d. El “Visto Bueno” de la Oficina de Asesoría Legal “a posteriori”
Analicemos uno por uno:
a. Naturaleza del FEES
El Artículo 85 de la Constitución Política establece lo siguiente:
“El Estado dotará de patrimonio propio a la Universidad de Costa Rica, al Instituto Tecnológico de Costa Rica, a la Universidad Nacional y a la Universidad Estatal a Distancia y les creará rentas propias, independientemente de las originadas en estas instituciones. Además, mantendrá -con las rentas actuales y con otras que sean necesarias- un fondo especial para el financiamiento de la Educación Superior Estatal. El Banco Central de Costa Rica administrará ese fondo y, cada mes, lo pondrá en dozavos, a la orden de las citadas instituciones, según la distribución que determine el cuerpo encargado de la coordinación de la educación superior universitaria estatal. Las rentas de ese fondo especial no podrán ser abolidas ni disminuidas, si no se crean, simultáneamente, otras mejoras que las sustituyan. 
El cuerpo encargado de la coordinación de la Educación Superior Universitaria Estatal preparará un plan nacional para esta educación, tomando en cuenta los lineamientos que establezca el Plan Nacional de Desarrollo vigente. 
Ese plan deberá concluirse, a más tardar, el 30 de junio de los años divisibles entre cinco y cubrirá el quinquenio inmediato siguiente. En él se incluirán, tanto los egresos de operación como los egresos de inversión que se consideren necesarios para el buen desempeño de las instituciones mencionadas en este artículo. 
El Poder Ejecutivo incluirá, en el presupuesto ordinario de egresos de la República, la partida correspondiente, señalada en el plan, ajustada de acuerdo con la variación del poder adquisitivo de la moneda. 
Cualquier diferendo que surja, respecto a la aprobación del monto presupuestario del plan nacional de Educación Superior Estatal, será resuelto por la Asamblea Legislativa.” (Reforma Constitucional 6580 de 18 de mayo de 1981)
Algunas acotaciones al tema de los Fondos Especiales FEES, desde esta norma constitucional:
1. Claramente la Constitución Política  señala en este numeral que mantendrá un fondo especial de la Educación Superior Estatal (FEES), el cual será administrado por el Banco Central, quién lo pondrá a la orden de la Universidades, según la distribución que determine el cuerpo encargado de la coordinación de la educación superior universitaria estatal, siendo que el órgano encargado de esta coordinación es el Consejo Nacional de Rectores (CONARE).

En el caso que nos ocupa decimos que el Convenio tiene un cuantía de poco más de 67 millones que gira CONARE, dentro del marco económico del FEES y desde una toma de decisión propia de esa Instancia. Es así como se designa al ITCR, como el Administrador de ese programa, girándose en consecuencia esos fondos a favor del ITCR como fondos restringidos o con destino específico.
Una vez que ingresan esos fondos a la Institución son dispuestos, conforme con lo establecido en los Lineamientos para la Formulación del Presupuesto Anual Operativo y Presupuesto 2007, acordados en la Sesión Ordinaria N. 2451, artículo 9, del 09 de febrero del 2006, Análisis y Discusión de los Lineamientos de Formulación del Plan Anual Operativo 2007, que en lo conducente establecen lo siguiente:
“El Consejo Institucional ACUERDA:
a. Aprobar los siguientes Lineamientos para la Formulación del Plan Anual Operativo y Presupuesto 2007:
I. (…)

II. DE LOS INGRESOS
Los ingresos de la Institución, previstos para el año 2007, se calcularán con base en los siguientes criterios:
1. Fondo Especial para el Financiamiento de la Educación Superior (FEES), se calculará con base en el Convenio de Financiamiento de la Educación Superior Universitaria Estatal 2004-2009, y de acuerdo con los montos incluidos en el Presupuesto Ordinario de la República, y a la distribución aprobada por el Consejo Nacional de Rectores (CONARE).
2. Recursos del Fondo del Sistema: se calculará de acuerdo a la distribución aprobada por el Consejo Nacional de Rectores (CONARE).
3. (…)”
Es decir, el Consejo Institucional reconoce expresamente que los cálculos del ingreso, en lo que respecta al FEES y el Fondo del Sistema se harán con base en “la distribución aprobada por el Consejo Nacional de Rectores”, de conformidad con el artículo 85 constitucional.
Por otra parte, el presupuesto ordinario fue aprobado por el Consejo Institucional  en la Sesión Ordinaria No. 2529, Artículo 16, del 27 de setiembre del 2007.  Plan Anual Operativo 2008 y Presupuesto Ordinario 2008 y posteriormente refrendado por la Contraloría, mediante Informe DFOE-SOC-120-2007. Es por esa razón que esos fondos ya fueron aprobados dentro del PLAN ANUAL OPERATIVO de la Institución y dentro del Plan de la Escuela de Administración de Empresas. 
Para mayor abundancia, el refrendo del ente contralor, al aprobar lo concerniente a los recursos correspondientes al FEES dice lo siguiente:
“En el caso del FEES, se aprueba, además, con fundamento en lo comunicado por el Consejo Nacional de Rectores en el Oficio CNR-313 del 21 de setiembre del 2007, en el cual se consigna la distribución de los recursos provenientes del Fondo.”
Por lo anterior es totalmente legítimo y responde a una correcta interpretación jurídica, sostener que los convenios, adhesiones o addenda firmadas con la Universidad de Valencia, posteriores al convenio marco original, se enmarca dentro del supuesto de envío al Consejo Institucional señalado en el artículo 5 del Reglamento para la Firma de Convenios y Acuerdos. Es decir, que el Convenio Valencia no compromete fondos ni adicionales ni directos del ITCR. No son adicionales puesto que ya fueron debidamente presupuestados, y no son directos pues los mismos provienen de fondos del sistema, que, aún cuando ingresaron al patrimonio institucional, son de una naturaleza diferente a los fondos institucionales que podríamos llamar “ordinarios”.
Desde el punto de vista operativo los fondos del FEES que ingresan a la Institución son considerados como fondos de la Universidad, no obstante, a diferencia de lo que sostiene la propuesta de la Comisión de Planificación y Administración,  ningún órgano institucional  puede darle un destino diverso a aquel que le asignó CONARE, pues el artículo 85 supra citado es meridianamente claro en cuanto a que quien dispone constitucionalmente de esos fondos y señala su distribución es quien coordina la educación superior, que en nuestro caso es CONARE. En consecuencia una decisión del CI contraria a ese destino, sería inconstitucional. La realidad administrativa nos indica que estamos frente a dos tipos diferentes de fondos que ingresan a la caja única institucional: aquellos que son “fondos institucionales” propiamente dichos y a los cuales se les aplica el artículo 5 del Reglamento para la tramitación de convenios, cuando son directa o indirectamente erogados, y aquellos como los FEES, aplicados a este proceso de Convenios con la Universidad de Valencia, cuyo objeto y asignación por parte de CONARE no puede ser cambiada por ningún órgano institucional, por lo cual no procede aplicarles el artículo 5.
Por otra parte, queda claro que este Convenio no comprometería fondos adicionales puesto que ya habían sido presupuestado y la cuantía fijada no es más que esos poco más 67 millones, siendo que una vez que estos fondos se agoten, deberán ser presupuestados nuevamente por CONARE o por la Institución.
En relación con esto, cabe agregar que no se pueden ni deben hacer valoraciones de presupuestos a futuro- 2010 o más- pues es algo incierto e indisponible. El convenio puede expresar una voluntad en este sentido, mas los fondos a presupuestar en el futuro no comprometen la cuantía del convenio. 
Es en razón del fin último institucional académico-docente y de investigación que la Administración procedió correctamente bajo este entendimiento legal.  
Sobre el Reglamento de Patrimonio para el Desarrollo Universitario
En relación con el tema de la naturaleza de los fondos FEES cabe agregar que la alusión que hace la Propuesta de la Comisión de Planificación y Administración al Reglamento de Patrimonio para el Desarrollo Universitario –no hacen la cita textual- interpretando que “en sus acuerdos segundo y tercero, claramente establece la obligación de los Consejos Universitarios de definir las políticas del plan de inversión tanto del FEES como del Fondo del Sistema, a los que denomina de manera taxativa como ingresos propios de cada Institución.” (énfasis y subrayado sí son de la cita) no se corresponde con el texto ni con el espíritu de la norma citada. Textualmente, ella dice lo siguiente:
“Segundo: Cada Institución de educación Superior Universitaria Estatal separará de su presupuesto anual y destinará a dicho patrimonio, el equivalente al diez por ciento del monto que, debido al reajuste por inflación, prevé para el “Fondo Especial para el Financiamiento de la Educación Superior el artículo ochenta y cinco de la Constitución Política. Tal acción la efectuará cada Institución de acuerdo con el porcentaje que de dicho monto le corresponda conforme al plan de distribución que para el FEES haya sido acordado. La Oficina de Planificación de la Educación Superior comunicará oportunamente a las universidades estatales las cifras de inflación proyectadas y las aprobadas en la Comisión de Enlace para cada período.
Tercero: Las políticas del plan de inversiones para el patrimonio que aquí se crea serán definidas por los consejos universitarios de cada institución signataria. Conforme a estas políticas, la Administración elaborará un plan a nivel de inversiones, procurando obtener la asesoría actuarial que se estime necesaria para garantizar su propósito. Los réditos obtenidos serán considerados, para todo efecto, como ingresos propios de cada Institución.”
Evidentemente se trata de normas específicas aplicables a la creación de un patrimonio especial, derivado del porcentaje previsto por  reajuste por inflación, para el FEES. Es un patrimonio especial cuyas inversiones efectivamente son definidas por los Consejos Universitarios y los réditos derivados de esas inversiones pasan a ser “ingresos propios de cada Institución”. 
Salta a la vista que la interpretación realizada por la Comisión se aleja del texto normativo. Al contrario, la conclusión que se deriva desde una correcta lógica jurídica, es que si el CONARE tiene que reglamentar el uso de una parte del FEES por parte de los Consejos Universitarios, es porque estos no pueden hacerlo de mutuo propio. Y si CONARE establece que los réditos de las inversiones de este patrimonio específico son “ingresos propios” –es decir, fondos institucionales en el sentido estricto del término, es porque los ingresos generales FEES, en particular aquellos a los que CONARE da un destino específico, no lo son. 
La normativa del CONARE sobre este tema específico está contemplada en los Lineamientos para la Asignación de los Recursos del FEES, para el quinquenio 2005-2009, acordados en la Sesión 32-04 del 28 de setiembre del 2004, Artículo 2, inciso h. y que en lo conducente dicen:
“LINEAMIENTOS PARA LA ASIGNACIÓN DE LOS RECURSOS DEL FEES
De particular importancia, por lo tanto, es poder determinar el monto de los recursos y las formas de ejecución que sería necesario asignar para la ejecución de dichas tareas. Tomando en cuenta, por lo tanto, las condiciones de financiamiento referidas y los propósitos que quedan señalados, se han establecido los siguientes principios para la distribución de los fondos del FEES correspondientes al quinquenio 2005-2009.
1.        A partir del 2005, y por el resto del quinquenio, se destinará un porcentaje de los recursos adicionales para el FEES, que se derivan de la aplicación del nuevo Convenio de Financiamiento, al desarrollo de tareas de construcción del Sistema de Educación Superior Universitaria Estatal del país. Dicha parte del FEES se denominará Fondo del Sistema (FS). Para efectos de estos acuerdos, se entenderá como recursos adicionales para el FEES de un año determinado la diferencia en ese año entre el monto del FEES calculado de acuerdo al nuevo convenio y el monto correspondiente que resultaría de la aplicación del mecanismo establecido en el convenio de financiamiento 1998−2004.
2.       Los porcentajes que se establecen con destino al Fondo del Sistema para  los años del quinquenio son los siguientes:
	AÑO
	PORCENTAJE DE LOS NUEVOS RECURSOS

	2005
	25%

	2006
	30%

	2007
	35%

	2008
	40%

	2009
	50%

	
	


3.     Las tareas referidas anteriormente serán aprobadas por el CONARE con la debida oportunidad para que puedan ser contempladas, en lo que corresponda, en los presupuestos de cada una de las instituciones.
4.      Salvo excepciones establecidas por consenso, los recursos del Fondo del Sistema serán empleados en tareas y acciones con un término de duración definido.
5.     La participación de cada institución  de los recursos que se asignen a las diversas acciones  con recursos del Fondo del Sistema estará condicionada a un compromiso de su parte de cumplimiento de las metas y acuerdos  que para dichas acciones sean establecidos.
6.     El resto de los recursos del FEES −denominada esta parte Fondo Institucional (FI)− será distribuido entre las instituciones de acuerdo con su participación en la distribución de los recursos del FEES, según los acuerdos del CONARE sobre la materia vigentes hasta la fecha de este acuerdo.
7.      Los recursos asignados a cada institución en la manera que queda señalada incluirán los aportes corrientes del FEES y los de todas aquellas obligaciones que se han derivado de acuerdos previos, como las del Salario Escolar, el Fondo de Renovación de Equipo Científico y Tecnológico y la Ley de Protección al Trabajador.
8.      El CONARE indicará las prioridades para la ejecución de las acciones sistémicas que aprobase, con el fin de facilitar un empleo óptimo cada año de los recursos disponibles para el Fondo del Sistema.”
La realidad confirma esta posición: en el Acta de la Sesión N° 28-07 del Consejo Nacional de Rectores –CONARE-, del 28 de agosto de 2007, en el artículo 2, punto b. encontramos lo siguiente:
“El M.SC. JOSE ANDRES MASIS manifiesta que todavía hay instituciones que tienen superávit sobre los que no se ha decidido qué hacer porque el CONARE tenía pendiente la determinación de cómo utilizarlos. Ahora don Rodrigo Arias tiene una propuesta en el sentido de autorizar los superávit para proyectos afines a los que dieron origen a esos recursos y a otros que determinara el propio CONARE.
El M.SC EUGENIO TREJOS se refiere a los fondos que fueron asignados para los programas de becas para fortalecer el personal de las universidades. Señala que han tenido dificultades en el ITCR en su aplicación a miembros del sector administrativo ya que en el acuerdo se indicó que se trataba solo del académico. Estima que se debería indicar más bien que se trata de apoyar la realización de estudios de postgrado de funcionarios y funcionarias de las instituciones.
El DR. OLMAN SEGURA sugiere que incluyan el cambio dentro de la normativa existente.
(…)
SE ACUERDA EN FIRME: Incluir en la normativa que se autoriza el uso de los superávit institucionales de recursos del sistema para proyectos similares a los que dieron origen al superávit o para otros a criterio de CONARE. Para estos efectos las instituciones presentarán oportunamente a este Consejo cada año, sus propuestas de cómo utilizar los recursos referidos.”
En síntesis, es el CONARE, y no los Consejos Universitarios, quien toma las decisiones finales sobre el uso de recursos del FEES con destino específico, y quien da ese destino a los superávits institucionales de tales fondos. Es el CONARE  quien autoriza cambios en ese destino (“o para otros (proyectos) a criterio de CONARE”). Las instituciones anualmente “proponen” y el CONARE decide. 
Por ello, aún cuando estos fondos ingresan a la Caja Única institucional, resulta evidente que su naturaleza es diferente, por lo cual jurídicamente también pueden ser tratados de un modo diferente, sin que esto signifique ruptura con el ordenamiento jurídico.
b. Carencia de firma del Rector de la UV
Se dice en la propuesta de la Comisión de Planificación y Administración que el hecho de que el Dr. Tomás Vert, Rector de la Universidad de Valencia, no suscribiera el Convenio de Adhesión, “ocasiona que este Convenio no haya adquirido eficacia jurídica”. Es necesario ver todo el panorama:
1. El “Convenio de Adhesión” provino de las autoridades máximas de la Universidad de Valencia, como una salida de urgencia ante la imposibilidad, en ese momento, de firmar un nuevo Convenio con la participación de las cinco universidades, debido a que la Universidad Estatal a Distancia aún no había firmado su propio Convenio Marco con la Universidad de Valencia. Las autoridades de esta última Universidad lo remitieron a nuestras cuatro universidades como una manifestación de voluntad. Esa manifestación de voluntad –aún no formalizada por la firma del Rector de Valencia, pero sí emitida con la propuesta- se encuentra con las manifestaciones de voluntad de los tres rectores y de la rectora costarricenses, quienes sí la formalizan con su firma. Con esto, el acuerdo –es decir, el convenio- queda perfecto para las partes y comienza a generar efectos inmediatamente. El Convenio de Adhesión, así como el principal, persiguen un fin lícito, mediante la continuación –ampliada y mejorada- del Programa de Doctorado originalmente establecido solo con el ITCR. 
2. Se trata, entonces y de conformidad con lo anteriormente señalado en relación con el Bloque de Legalidad, de un convenio válido –en la medida en que responde al Ordenamiento Jurídico representado en ese Bloque- y eficaz, en la medida en que aún sin la firma del Rector de Valencia, genera efectos tanto para aquella Universidad –la cual sigue cumpliendo con sus compromisos adquiridos aún sin la firma de su Rector, como para las nuestras, que siguen o comienzan a integrarse al proceso de matrícula, impartición de cursos, etc. del Programa de Doctorado.
3. Prueba de la fuerza –validez y eficacia- de esta manifestación consensuada de voluntades entre las cinco universidades, es que el Programa continuó desarrollándose y finalmente se firmó un nuevo Convenio, signado por los cinco Rectores (el lunes 21 de abril del 2008 por parte del Rector de la Universidad de Valencia, y el martes 6 de mayo de ese mismo año por parte de la Rectora y los Rectores de las cuatro universidades estatales –tal cual informó el Rector del ITCR en la Sesión Ordinaria del Consejo Institucional N°2557), el cual subsume los anteriores. Cualquier eventual invalidez o ineficacia generada en el proceso anterior queda así plenamente subsanada, pues estamos aquí en materia de contratos y negocios jurídicos (bilaterales) que se subsanan con mayor facilidad -a partir de la voluntad de las partes tácita o expresamente manifestada- que los actos administrativos propiamente dichos en los que la Administración actúa unilateralmente con base en su poder de imperio.
4. Ciertamente, este Convenio de Adhesión implicó cambios al principal, pero no fueron cambios que modificaran sustancialmente el fin institucional ni las condiciones ni derechos de los estudiantes y funcionarios, establecidas en el convenio original, ni conllevaron a una asignación presupuestaria adicional, ni a una erogación de fondos de naturaleza distinta a las del principal, por lo tanto, a la adhesión correspondía aplicarle el procedimiento expedito que se le aplicó al principal, de conformidad con el artículo 12 del Reglamento para la tramitación de convenios y cartas de entendimiento del ITCR.
c. ¿Adhesión, addendum o nuevo Convenio?
De cara al Bloque de Legalidad y al fin institucional, el nombre que se le de al instrumento o medio por el cual se pretende actuar de conformidad con ese Bloque y conseguir tal fin, resulta una preocupación bizantina. La pregunta que debemos hacer no es si el nombre era el correcto, sino, en primer lugar, si con tal instrumento se consiguieron los fines institucionales y, en segundo lugar, si el medio era eficaz en función de conseguir el fin perseguido. En este, como en otros casos, la rama nos impide ver el bosque. La rama son algunos detalles en el proceso de firma de los convenios relacionados con el Programa de Doctorado en Administración de Empresas con la Universidad de Valencia. El bosque es el fin institucional, los resultados concretos que ha traído y seguirá trayendo la aplicación de estos convenios, addenda o adhesiones, todos los cuales responden a un único proceso de vinculación interuniversitaria que se estableció en procura de un fin común, totalmente lícito y cuyos resultados han mostrado ser altamente positivos para el ITCR en particular y para el quehacer universitario nacional en general.
d. El “Visto Bueno” de la Oficina de Asesoría Legal “a posteriori”
El “Visto Bueno” o “Refrendo” que la Asesoría Legal da a los convenios institucionales responde, básicamente, a la necesidad de garantizar al máximo que el procedimiento de suscripción del Convenio  y sus normas de fondo responden al Bloque de Legalidad que rige para la Institución. En el caso que nos ocupa, esa garantía se estableció al haber estado presente el Director de la Oficina de Asesoría Legal en los momentos fundamentales del procedimiento, previos a la suscripción y firma del Convenio de Adhesión por parte de los cuatro rectores nacionales. El Director de la Asesoría Legal acompañó el proceso y al igual que la Dirección de Cooperación, recomendó en su momento la firma de un nuevo convenio entre las cuatro universidades costarricenses y la de Valencia. No obstante, esta posibilidad se vio obstaculizada por el hecho de que la UNED no contaba con un Convenio Marco con Valencia y por ende no podía acceder a un convenio específico.
Por lo anterior y en vista de la urgencia y el interés institucional que revierte este Convenio, es que se recomienda la firma de un Addendum, según prescribe el artículo 12 del Reglamento para la tramitación de Convenios y cartas de entendimiento del ITCR.
En esta fase del proceso se dieron, además, una serie de decisiones inspiradas por el  Interés Público e Institucional, en un contexto de urgencia: La Universidad de Valencia requería ejecutar el Programa de Doctorado iniciando esta nueva fase en enero, puesto que la distribución de la carga académica de sus profesores, incluyendo los que debían venir a Costa Rica, se fija desde enero. Además, el presupuesto de ¢67 millones y un resto aprobado para el Convenio debía ser ejecutado dentro del presupuesto 2008, ya aprobado. 
Vale hacer algunas acotaciones sobre el Convenio de Adhesión:  una vez conversado con los directores del Programa  del ITCR y de Valencia, se llegó al acuerdo de que el mismo no implicaba cambios en relación con el original. El texto de este addendum fue elaborado por Valencia, y llegó a la Oficina de Asesoría Legal dos horas antes de que iniciara la ceremonia protocolaria el día 28 de enero del 2008 con la participación de todas las universidades, para su firma. Una vez analizado, el Asesor Legal recomendó la suscripción del mismo por parte del Rector del ITCR y puso su firma de refrendo en un costado del Convenio, en ese mismo acto. Ello aún y cuando este si introdujo algunos cambios al Convenio original, pero a la vista y discrecionalidad -en su función asesora- de la Oficina Legal, las variantes no implicaban cambios sustanciales pues el objeto y el fin del Convenio, así como sus principales obligaciones y contenidos esenciales, se mantenían. La suspensión de la firma por parte de una sola de las universidades, con la consiguiente paralización del Convenio en el acto formal en donde se encontraban presentes las partes –incluso un testigo de honor de Valencia, con lo cual queda una vez más evidenciada la buena fe que rige esta materia en todas las universidades del mundo- hubiese causado un mayor perjuicio al Programa, a la Escuela de Administración de Empresas, a las y los funcionarios- estudiantes,  a la institución, al fin institucional y al fin público en general. De cara a esta situación se valoró que cualquier eventual vicio o carencia de alguna formalidad, podía ser sub-sanado posteriormente.
De esta manera se atendió  al interés institucional -cobijado por el bloque de legalidad- y por ello cumplió con el fin procurado en el procedimiento del refrendo interno, que es el de garantizar la legalidad de lo actuado, aún cuando por razones de oportunidad y conveniencia institucional cumplió a posteriori con la formalidad de manifestar expresamente y por escrito la ausencia de objeciones al Convenio. Formalidad que, siendo fundamental en situaciones ordinarias, pasa a un segundo plano en las circunstancias de premura, ante la necesidad de una tutela jurídica plena para las universidades, para los docentes y para los y las estudiantes del Programa de Doctorado cuya continuidad no debía interrumpirse, y que se alcanzaría plenamente dicha tutela con la firma del nuevo Convenio por parte de todas las universidades involucradas, incluida la Universidad de Valencia, el pasado 21 de abril. Una vez más estamos ante el caso de que una presunta “irregularidad” procedimental de rango reglamentario, queda subsumida y subsanada, primero por los Principios Generales de Derecho, con rango de Ley, tales como el Principio de Continuidad del servicio, o el Principio de conservación del acto, bajo los cuales está obligada a actuar la Administración, y luego por la firma de todos los rectores, con la cual ratificaron lo actuado hasta ese momento y subsanaron –si es que hubiera algo a ser subsanado- los eventuales errores o vicios procedimentales. 
Considerando que:
I. El proceso de suscripción de Convenios con la Universidad de Valencia para el Programa de Doctorado en Administración de Empresas, respondió, en términos generales, al Bloque de Legalidad que rige al Instituto Tecnológico de Costa Rica.
II. Los resultados concretos del desarrollo del citado Programa, fin último de los convenios, son a la fecha: una mayor de cantidad de funcionarios del ITCR y de otras universidades en proceso de mejorar su calidad profesional, un mejor vínculo interuniversitario, una mejor imagen internacional del ITCR, un fortalecimiento de la Investigación  según los lineamientos del III Congreso y un horizonte abierto para ampliar y profundizar este tipo de convenios interuniversitarios.
III. Tales resultados evidencian el fin que procuró la actuación institucional durante todo este proceso: un fin lícito, conveniente, oportuno y acorde con la naturaleza académica y de Educación Superior de nuestra Institución.
IV. La continuación del Programa de Doctorado es fundamental para el Instituto Tecnológico de Costa Rica, para la calidad de sus docentes, para la imagen institucional, para las relaciones interuniversitarias nacionales e internacionales, para el cumplimiento legal de compromisos adquiridos, para evitar demandas administrativas, civiles y penales que podrían afectar el buen nombre de nuestra Institución.
V. El artículo 4 de la Ley General de la Administración Pública establece que “La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los principios fundamentales del servicio público, para asegurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio en el Régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios, usuarios o beneficiarios.”
VI. Ha existido una programación de las actividades de este doctorado que se han venido ejecutando  y se tienen compromisos a nivel nacional con las cuatro Universidades y a nivel Internacional con la Universidad de Valencia.
VII.  Solo restan tres módulos para finalizar  la primera etapa del doctorado y  ya se han cumplido con cuatro de los siete módulos, lo que implica que se ha avanzado en más de la mitad del programa.
VIII. En la Sesión Ordinaria N. 2551, artículo 12 del 03 de abril del 2008, el Consejo Institucional acuerda, en el inciso a, punto ii. no aprobar “la modificación N° 100, por cuanto está en análisis el procedimiento e implicaciones presupuestarias del Convenio.”
IX. El análisis jurídico presente en esta Propuesta muestra con meridiana claridad la legalidad general, la conveniencia y la oportunidad con que se ha desarrollado el procedimiento de suscripción del Convenio con la Universidad de Valencia, en sus diversas fases.
X. Existe duda razonable sobre la legalidad del procedimiento seguido para la asignación de becas a estudiantes del Programa de Doctorado con el que se relacionan los convenios de marras.
XI. Es necesario y conveniente que las propuestas presentadas al Consejo Institucional, sobre todo los de cierta complejidad, cumplan requisitos mínimos de admisibilidad, especialmente en lo que se refiere a su fundamentación jurídica, a fin de que la clarificación sobre criterios o conceptos legales no obstaculice la eficiencia del plenario.
SE PROPONE
a. Aprobar la modificación presupuestaria número 100 para cumplir con los compromisos que genera durante el 2008 el Programa Doctorado en Dirección de Empresas que actualmente imparte la Universidad de Valencia, y así garantizar la continuidad del mismo, en cumplimiento del Principio de Continuidad del Servicio Público, de debida observancia según la Ley.
b. Encomendar a la Rectoría solicite al Director de la Escuela de Administración de Empresas del ITCR un informe, en plazo no mayor de diez días hábiles contados a partir de la comunicación de este acuerdo, sobre el procedimiento y criterios utilizados a la hora de otorgar becas, así como las garantías y precauciones tomadas a fin de garantizar el uso adecuado de los recursos. En caso de carencias o insuficiencias en el control, garantías y mecanismos para la asignación de becas, la Administración impulsará los procedimientos correspondientes en los plazos de ley y elaborará una propuesta, también en plazo no mayor de diez días hábiles posteriores a la presentación de dicho informe, para resolver de acuerdo con el mejor interés institucional, la situación de las personas funcionarios del Instituto que participan en este programa y que presuntamente no tendrían derecho a disfrutar de una beca según la normativa institucional vigente.
c. Solicitar a la Rectoría un Informe al Consejo Institucional sobre las gestiones realizadas a tenor de los dos acuerdos anteriores, en un plazo máximo no mayor de diez días hábiles a partir de la firmeza de este Acuerdo.
d. Solicitar a las personas integrantes del Consejo institucional, y a las Comisiones Permanentes y Especiales de este Consejo que, de la firmeza de este acuerdo en adelante, de previo a presentar ante este plenario propuestas de evidente complejidad legal, las sometan a un análisis jurídico realizado conjuntamente por la Oficina de Asesoría Legal y la Asesoría Legal del Consejo Institucional.
El señor Carlos Badilla se refiere a la propuesta base que fue presentada en la pasada sesión e indica que hay una variante que tiene que ver con el orden y que  se hizo por capítulos. Considera que se debe analizar si realmente los convenios que son financiados con fondos del sistema, deben presentarse al Consejo Institucional o no, pide el favor de no mezclar el asunto de la antinomia.  
La señora Maureen Reid agrega que el tema de los fondos está sumamente detallado en el dictamen, además todas las inversiones que aprueban los consejos universitarios están por encima del CONARE.
El señor Carlos Bonilla añade que desea que haya una discusión global porque la reglamentación que tiene que ver con todo el marco de legalidad, se basa en el asunto.  Agrega que al hacer está exposición lo que pretende es demostrar que el proceso como un todo tiene plena validez y responde al ordenamiento jurídico que les rige.  Sintetiza los siguientes detalles:
· Concepto de bloque de legalidad
· Interpretación de las normas, según el señor Eduardo Ortiz
· Normativa interna aplicable a los Convenios
· Antinomia.  Dos normas de igual rango. Normas de presupuesto y Reglamento para la aprobación de Convenios
· Naturaleza de fondos especiales para la Educación superior
· La naturaleza de los Convenios y naturaleza de Fondos FEES
· Las políticas de inversión serán definidas por los Consejos Universitarios.
Concluye dándole lectura al propone de la propuesta. 
La señora Maureen Reid externa que le llama la atención en lo que se cita respecto al bloque de legalidad, porque en la propuesta no se evidencia la participación del Departamento Financiero Contable, Vicerrectoría de Administración, Oficina de la Auditoría y la Asesoría Legal, por lo que  no están en el momento oportuno, además asume de toda la exposición que  el fin justifica los medios y como era tan bueno el Convenio en cuestión, entonces no importaba eliminarse toda la legalidad.  Agrega que CONARE está por encima de la legalidad y por ende no se invoca la autonomía universitaria y ahora CONARE viene y le dice al Instituto Tecnológico como actuar.  Señala que la Institución es de orden constitucional y el Consejo tiene el derecho a veto sobre los acuerdos del CONARE y se cuestiona cómo este interviene en todas las líneas. Solicita revisar el dictamen.  Para que opere la antinomia tendría que haber incompatibilidad de la norma de carácter presupuestario para con normas atinentes y en este caso no hay roces.  
El señor Isidro Álvarez informa que el derecho es como lógico y sin comprometerse en ninguna de las dos tesis, le preocupa la situación.  Agrega que se debe valorar la costumbre.  Considera que la situación es que este Consejo tiene que reconocer si  todas las actuaciones desde enero del 2006 son válidas o no, prefiere excluir el considerando 5.  Sugiere proponer un inciso más que diga que se modifiquen los reglamentos porque han existido desde hace 10 años y nunca ha pasado esto.  Cree que la costumbre administrativa de la Institución ha sido apegarse a la normativa que la misma Institución se ha impuesto, no ha sido desapegarlas a la formalidad.  Añade que lo más importante de todo esto es que efectivamente desde el 1º de enero del 2008 al 06 de mayo, que les están informando que ahora sí se subsanó la suscripción del convenio por todas las partes, hubo ejecuciones presupuestarias y una serie de actuaciones administrativas, entonces el punto está en que si se reconocen esas actuaciones administrativas como válidas o no se reconocen. Informa que al Consejo Institucional le corresponde ahora escoger entre las dos tesis legales, pero, el punto es tomar como válidas, cuál de las dos tesis tiene su validez, insiste en que por cualquiera de las dos tesis que se inclinen los miembros del Consejo, se consigne algún inciso más en las propuestas para revisar y reformar los reglamentos.
La señora Sonia Barboza externa que le quedan inquietudes sobre la propuesta sustitutiva; lo primero es la supremacía del CONARE en el Instituto Tecnológico y cómo es que lo que establece éste es obligatorio para la Institución, esto los lleva a que ni siquiera exista autonomía y se cuestiona si era pertinencia hacer este fondo del sistema o no, dado que se maneja bajo este concepto, se escapa mucho de los controles regulares; aparte de esto, cuando se habla de la voluntad esta se cuestionó con solo haber aprobado los presupuestos.
El señor Carlos Bonilla expresa que hay dos enfoques distintos; en principio ellos plantearon una propuesta que responde a toda una lógica jurídica en la que hay una interpretación del derecho alrededor de un caso concreto o específico y que son los convenios del doctorado de Valencia. Resulta claro que los consejos universitarios tienen derecho al veto pero no pueden cambiar el destino de los  fondos asignados, puede rechazarlos pero nunca cambiarlos. 
El señor Isidro  Álvarez interviene para informar que en el acta de CONARE si se dice que para la ejecución presupuestaria de los recursos del Fondo del Sistema administrados en una institución, se seguirán los procedimientos establecidos por ella.
El señor Carlos Bonilla responde que sí, pero en términos procedimentales en términos del destino de esos fondos es con  cada una de las universidades.
El señor Eugenio Trejos reforzando la tesis de la autonomía, comenta que en  el Artículo 85 de la Constitución no está claro que CONARE fuera ese órgano de que se cita en el texto.  Agrega que el Convenio fue aprobado desde hace 40 años, no se ha violentado la autonomía, por el contrario la han ejercitado a ultranza y es CONARE el que distribuye los recursos y la existencia de este fondo, también se hace en el ejercicio del CONARE, por lo que ningún Consejo Universitario puede variar el destino, puede rechazar el dinero pero no puede variarlo y puede salirse del Convenio saliéndose del CONARE. Señala que este primer punto de partida está clarísimo y CONARE destinó recursos para poder cumplir con programas de excelencia a la academia fue por eso que todas las universidades entraron y se les dio recursos.  Insiste, que él no es abogado, pero para él sí hay antinomia porque las premisas de que se parten, pueden llevar hacia una  u otra dirección. 
El señor Johnny Masís agrega que la técnica presupuestaria es que el Consejo los apruebe, pero qué pasa con la responsabilidad que este tiene en función de control interno, en ese marco ¿cómo lo visualizan en la propuesta sustitutiva?
NOTA: Se retira de la Sesión, la señora Maureen Reid, a las 12:41 p.m.
El señor Carlos Bonilla responde que es necesario referirse a los siguientes aspectos:  
-Nivel de rango presupuestario.
-Criterios técnicos.
-Se debe aplicar reglas unívocas. Precisa la duda del señor Isidro Álvarez y efectivamente el bloque de legalidad no es nuevo, sin embargo, la costumbre administrativa, a lo que se refiere es aplicar la legalidad de la norma, lo que está escrito. 
-El bloque tiene que ver con la necesidad de romper con la lectura recibida porque se ven las ramas y no el bosque, no se trata que ahora todo va a ser lapso y visto en abstracto. 
-Respecto al control interno. El superior jerárquico en materia de presupuesto está claro que es el Consejo Institucional, incluso hay un dictamen de la Contraloría General de la República, lo que el Consejo Institucional no puede es darle otro destino a los fondos.
La señora Sonia Barboza condiciona que la discrepancia se mantiene en el sentido de que consideran que no hacía falta  llevar al Consejo Institucional ningún convenio para que se conociera, ahí es donde está el problema medular.
El señor Carlos Bonilla aclara que no es que ahora se quiera sacar de las normas, sencillamente los casos concretos son los que permiten aplicar el derecho y en este caso al analizar lo actuado, se encontró que había una antinomia, porque se plantean dos procedimientos distintos para una misma materia que es la firma de convenios, no es antinomia por el tema presupuestario. Agrega que en esa antinomia la Administración la resuelve siguiendo los criterios doctrinales y legales que el expuso, determina que con base en esa legalidad no tenía porque venir al Consejo Institucional.
El señor Eugenio Trejos insiste en que si se está en desacuerdo con un Convenio, solo se desiste. Considera que los estragos que se harían con una paralizaron total o parcial serían mayores que los beneficios que se obtendrían al paralizarlo, cualquier retardo o paralización que se haga en aprobar los 17 millones ocasionan mayores daños al funcionamiento normal, por eso solicita que se aprueba la modificación para seguirlo ejecutando.
El señor Johnny Masís agrega que independientemente de la suerte de la propuesta considera que el punto IV sobra, por cuanto eso está contenido dentro del Reglamento del Consejo Institucional.
El señor Eugenio Trejos aprueba la observación del señor Johnny Masís y solicita que se elimine.
El señor Roberto Gallardo recomienda que se debe sustituir el acuerdo por el planteado por el señor Isidro Álvarez  “solicitar a la rectoría que presente una propuesta en un plazo no mayor de 10 días tendiendo a resolver la problemática de la antinomia…”, para no continuar discutiendo esta propuesta, pues ya llevan ya 4 semanas.
Se corrige la propuesta.
El señor Carlos Badilla considera que no vale la pena discutir nada más del asunto legal, pues las posiciones son divergentes, ¿cómo se resuelve eso? quizá nunca, precisamente porque hay divergencias.  Aclara que si se va a votar la sustitutiva, quiere que quede constancia de su voto en contra.
El señor Roberto Gallardo piensa que es importante retomar las partes en que haya disyuntiva.  Cree pertinente independientemente de lo que pase, que es importante el informe de fiscalización de parte de la Auditoría porque viene a reforzar para cuando el señor José Martínez, Director de la Escuela de Administración de Empresas  brinde el informe y luego sea presentado al Consejo Institucional y haga las propuestas de reformas, se permita tener un  marco más completo.
El señor Dennis Mora considera que la Asesoría Legal es para todo el pleno y no solo para algunas personas integrantes del Consejo, no le queda buen sabor de las actitudes de los dos asesores legales, porque lo que siempre se espera de las asesorías legales es que sean mesuradas. Manifiesta que le preocupa la actitud de la señora Maureen Reid, no le gusta porque parece que está excesivamente comprometida con la tesis que defiende y tampoco comprende el por qué se retiró cuando se estaba en la discusión de ambas posiciones, añade que sino está es por su propia responsabilidad y que le  hubiera gustado que esté presente para que escuchara lo que tiene que decir, pero se retiró cuando están discutiendo el tema y nunca van a llegar a nada; concluye que votará en contra de las dos, porque ninguna de las dos tiene criterio legal que lo convenza.  
El señor Isidro Álvarez comunica que él no puede ser juez porque no le corresponde al Auditor y no puede inclinarse por ninguna de las dos, pero quiere que quede claro que alguien tiene que resolver este conflicto de tipo legal con carácter vinculante.
El señor Eugenio Trejos comenta que hay un interés legal pero también un interés institucional, considera que esas directrices señaladas, se deben aplicar a todos los doctorados en adelante, pero no aplicarlos para un doctorando que ya lleva más de un 50%. Reitera que la paralización del doctorando va a hacer más estragos.  
NOTA: Se retira de la Sesión, el señor  Carlos Bonilla y se le agradece su participación, a la  1: 15 p.m.
Se somete a votación la propuesta sustitutiva elaborada por la Presidencia, y se obtiene el siguiente resultado: 3 a favor, 7 en contra  Por lo que no se aprueba.
Seguidamente el señor Carlos Badilla presenta la propuesta base denominada:  “Legalidad de los procedimientos seguidos en el trámite, legitimidad del uso de los recursos públicos involucrados y establecimiento de responsabilidades en relación con (1) la “Carta de Entendimiento entre la Universidad de Valencia y el ITCR” y con (2) el “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, elaborada por la Comisión de Planificación y Administración, la cual dice:
CONSIDERANDO QUE:
I. Principales documentos que establecen relaciones académicas entre el ITCR y la Universidad de Valencia referidos a este acuerdo
1. Carta de entendimiento entre la Universidad de Valencia y el ITCR (en adelante conocida como “Carta de entendimiento”)
Este documento fue suscrito el 30 de noviembre del 2004 entre el Dr. José Pla Barber, Director del Departamento de Dirección de Empresas de la Universidad de Valencia y el M.Sc. Eugenio Trejos, Rector del ITCR, con el objetivo de “preparar un grupo de aproximadamente 30 profesores de la Escuela de Administración de Empresas del ITCR a nivel de doctorado en Dirección de Empresas de la Universidad de Valencia” (Cláusula segunda), con una cuantía estimada de ¢ 21 millones (Cláusula octava). 
 Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED (en adelante conocido como “Convenio de adhesión”)
Este documento fue suscrito, supuestamente el 28 de enero del 2008, por el M.Sc. Eugenio Trejos, Rector del ITCR, la Dra Yamileth González García Rectora de la UCR, el Dr. Olman Segura Bonilla, Rector de la UNA y el M.Sc. Rodrigo Arias Camacho, Rector de la UNED, con el objetivo de “formalizar la adhesión de la UCR, UNA y UNED al convenio específico que existe entre la Universidad de Valencia y el ITCR en el cual este último firmó una Carta de Entendimiento para un Programa de Formación de Doctores en Dirección de Empresas en el mes de noviembre del 2004” (Cláusula primera), con una cuantía estimada cercana a ¢ 67 millones (Cláusula décima).
No obstante, el Dr. Francisco Tomás Vert, Rector de la Universidad de Valencia, no suscribió este convenio, uno de los factores esenciales necesarios cuya ausencia ocasiona que este convenio no haya adquirido eficacia jurídica.
II. Origen de la investigación realizada en torno a las relaciones académicas establecidas entre el ITCR y la Universidad de Valencia 
2. El Viernes 25 de Enero de 2008 a las 03:47 p.m., la Oficina de Prensa del Instituto Tecnológico de Costa Rica, por medio del correo electrónico comunicó a la comunidad institucional el siguiente mensaje: 
En conjunto con la Universidad de Valencia
Se inaugura primer Programa de Doctorado Interuniversitario en 
Dirección de Empresas
Este lunes 28 de enero, el Consejo Nacional de Rectores (CONARE) inaugura el Programa de Doctorado Interuniversitario en Dirección de Empresas en conjunto con la Universidad De Valencia.
La actividad se realizará a las 4 p.m. en el Centro de Transferencia Tecnológica (CETT), a un costado de la Rotonda de las Garantías Sociales en Zapote.
En este acto, se dará la firma del convenio internacional con la Universidad de Valencia.
Con este doctorado que primeramente desarrolló la Universidad de Valencia con el Instituto Tecnológico de Costa Rica, se formarán investigadores de alto nivel 
3. El 5 de marzo del 2008, por medio del correo electrónico interno, Dr. Luis Gerardo Meza Cascante, Director de la Oficina de Planificación Institucional, divulgó el memorando OPI-098-2008, con esa misma fecha, dirigido al M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, mediante el cual le presentó su “Renuncia al puesto de Director de la Oficina de Planificación Institucional”.
A este memorando, la Comisión de Planificación y Administración le dio el carácter de denuncia abierta respecto a irregularidades ocurridas en el trámite de aprobación del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, razón por la cual decidió solicitar información a las diferentes partes involucradas en este trámite para tratar de determinar la veracidad de lo planteado en dicho mensaje difundido vía correo electrónico.
En su denuncia, el Dr. Meza señaló:
El 27 de enero del presente año, al conocer mediante comunicado de la Oficina de Prensa que el lunes 28 de enero se firmaría un nuevo convenio con la Universidad de Valencia, y mediante correo electrónico, del cual envié copia a algunos compañeros del equipo de Rectoría, me interesé en advertirle:
“¿Autorizó el CI la firma de este convenio? La ocasión anterior (esto es, el primer grupo de doctorandos con Valencia en Dirección de Empresas) se hizo mediante un convenio autorizado por el CI. ¿Qué pasa en esta ocasión? No recuerdo haber visto el tema del convenio en las agendas del CI. ¿No se requiere acuerdo del CI en esta ocasión? ¿El convenio lo firma el CONARE?????????
 Quisiera tener respuestas a estas interrogantes antes de que Eugenio firme el convenio”
No obtuve respuesta alguna de su parte. Posteriormente, mediante oficio OPI-067-2008 (originalmente mal codificado como OPI-066-2008)  le indiqué, siempre sobre la firma de ese convenio, entre otras cosas, lo siguiente:
A efecto de que tome en consideración el presunto incumplimiento de la normativa interna que se ha dado en el trámite de firma del Addendum al convenio dicho y se prevean las acciones necesarias para evitar consecuencias negativas por esa supuesta omisión, le transcribo la normativa que estimo era aplicable de manera obligatoria en este caso.
En ese mismo oficio le comuniqué un presunto incumplimiento de lo establecido en la normativa vigente al no haberse sometido la propuesta de convenio a la OPI para el dictamen pertinente. Mis advertencias no fueron  respondidas. 
¿Cómo puede, Señor Rector, pretender la Oficina de Planificación cumpla con sus responsabilidades si, tal como hice en el Oficio OPI-067-2008, solicita su atención ante presuntos incumplimiento de la normativa y usted no le muestra interés a la OPI en esos temas?
4. En relación con este mismo tema, la MBA. Marisela Bonilla Freer, mediante Oficio DC-010-08, del 28 de Enero del 2008, dirigido a Carlos Segnini Villalobos, le remite el “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED” para que éste lo revise.
Cabe señalar que el Oficio DC-010-08 enviado por la MBA. Marisela Bonilla Freer, presenta un sello de recibido en la Oficina de Asesoría Legal con fecha 29 de enero del 2008.
Esto es, la solicitud de revisión de este convenio ingresó a la Oficina de Asesoría Legal con posterioridad a su suscripción.
5. Mediante oficio AUDI-112-2008, del 5 de mayo del 2008, dirigido a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración del Consejo Institucional, el Lic. Isidro Álvarez Salazar, Auditor Interno, remite el “Informe AUDI/AS-007-2008, “Observaciones a los procedimientos seguidos en la tramitación del Convenio de Adhesión número noventa y seis entre el ITCR y la Universidad de Valencia y sobre la legitimidad del usos de los recursos involucrados 2008”.
6. Este informe de asesoría fue preparado por la Auditoría Interna con el propósito de, brindar el criterio de la Auditoría Interna en relación con:
a. Los procedimientos seguidos en la tramitación del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED” para el desarrollo de un Programa de Formación de Doctores en Dirección de Empresas”
b. La legitimidad del uso de los recursos públicos involucrados en este Convenio.
III. Eficacia jurídica del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”
7. Una vez realizado un amplio análisis de la información relacionada con el trámite de formulación, revisión y ejecución de convenios, pudo determinarse que este convenio carece de toda eficacia o validez jurídica.  Entre las principales razones para ello están:
a. La Vicerrectoría de Administración, la Oficina de Planificación Institucional y la Oficina de Asesoría Legal presuntamente no participaron, ni formal ni oportunamente, en el trámite de aprobación conforme lo dispone la normativa interna dictada el efecto.
b. La Dirección de Cooperación presuntamente inobservó las disposiciones establecidas por la normativa interna en el trámite de aprobación de convenios.
c. El convenio fue presuntamente suscrito por el Rector, M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, sin cumplir el requisito estatutario de contar con la autorización del Consejo Institucional antes de proceder a firmarlo (Artículo 18, inciso q), lo que podría significar, en grado de probabilidad, que no se contó con el criterio de eficacia legal de un convenio antes de proceder a su suscripción y ejecución.
d. El Convenio de Adhesión no fue suscrito por el Rector de la Universidad de Valencia. 
8. Respecto a la presunta antinomia en disposiciones sobre convenios
En el análisis de este tema ha surgido la tesis de que existe una antinomia normativa entre el artículo 4 del Reglamento de Convenios, aprobado por el Consejo Institucional la Sesión No. 1989, Artículo 7, del 30 de abril de 1998, publicado en la Gaceta del Tecnológico 95 y el artículo 5 de las normas de Presupuesto del ITCR, aprobadas por el Consejo Institucional en la Sesión 1887, Artículo 13, del 30 de Mayo de 1996, publicadas en la Gaceta del Tecnológico 70, lo cual produce una derogación tácita de la segunda por la primera, por ser norma más reciente.
Al respecto se debe señalar que, en relación con el tema del conflicto de normas, Hans Kelsen ha manifestado que "Dos normas jurídicas entran en conflicto si la aplicación de una es incompatible con la aplicación de la otra, esto es, si la aplicación de la una no es posible sin la aplicación de la otra.".
Asimismo el tratadista Juan Santamaría Pastor ha planteado que "Por derogación tácita se entiende, (…) la cesación de la vigencia de una norma producida por la incompatibilidad objetiva existente entre el contenido de sus preceptos y los de la nueva norma;(…) la derogación tácita, al contrario de la expresa, requiere para su constatación y puesta en práctica de una operación interpretativa ulterior, tendente a fijar la existencia efectiva de incompatibilidad y su alcance. 
Cabe señalar que en caso de existir realmente un conflicto de normas, ello conduce a crear escenarios de incerteza jurídica, circunstancia que supone un menoscabo al “Principio de Seguridad Jurídica”, razón por la cual resulta necesario resolver oportunamente tal conflicto de acuerdo con las vías adecuadas previstas en el ordenamiento, y los principios generales de derecho, con el objeto de resguardar el mencionado principio.
Sin embargo, en relación con la tesis de que existe una antinomia normativa entre las disposiciones precitadas, debe señalarse que, en este caso, tal condición no existe dado que estas normas lejos de ser contradictorias son complementarias.  En efecto, las Normas del Presupuesto, regulan la materia de contenido económico u orden presupuestario, entiéndase fondos públicos, involucrados en los convenios mientras que el Reglamento de Convenios, por ser de orden convencional, está subordinado a la materia presupuestaria lo que impide que nazca a la vida jurídica la antinomia normativa como tal y por ende la derogatoria tácita por ausencia de requisitos normativos, aunado a que ambas normas tienen vigencia en tiempo, espacio, personal y material.
Asimismo, es importante señalar que las normas de presupuesto nacen a raíz de un disposición de carácter obligatorio girada por la Contraloría General de la República, ente auxiliar de la Asamblea Legislativa para la fiscalización de la Hacienda Pública, la cual tiene jerarquía constitucional, por lo que el ente encargado de su fiscalización, tiene idéntica jerarquía, lo que permite deducir que la jerarquía de las “Normas de presupuesto” es superior a la del “Reglamento de Convenios”. 
Por tanto, se concluye no solamente que las normas citadas no se excluyen mutuamente sino que las mismas son complementarias y dependientes la una de la otra. 
Por consiguiente, no opera la derogación tácita o implícita de la norma referente a convenios para con lo preceptuado en la norma de orden presupuestario, ya que ésta última no dispone cosas contrarias o incompatibles con ella, más bien la norma presupuestaria, habilita legalmente el contenido de los fondos públicos de la materia convencional.
IV. Trámite de los recursos provenientes de los Fondos del Sistema
9. El denominado “Fondo del Sistema” tiene su origen en el Acta 32 - 04, celebrada el 28 de setiembre del 2004, con un contenido proveniente del mismo FEES, a partir del 2005, y por el resto del quinquenio, al cual se destina un porcentaje de los recursos adicionales para el FEES.  Asimismo, entre los lineamientos de este fondo, el CONARE señaló: 
“Las tareas referidas anteriormente serán aprobadas por el CONARE con la debida oportunidad para que puedan ser contempladas, en lo que corresponda, en los presupuestos de cada una de las instituciones.”
10. El Reglamento de Patrimonio para el Desarrollo Universitario, dictado por el CONARE, en  sus acuerdos segundo y tercero, claramente establece la obligación de los Consejos Universitarios, de definir las políticas del plan de inversión tanto del FEES como del Fondo del Sistema,  a los que denomina  de manera taxativa como ingresos propios de cada Institución. 
Esta es fundamento legal para que en el trámite y aprobación de recursos que forman parte del “Fondo del Sistema” deban respetarse los niveles de jerarquía del órgano competente  en materia presupuestaria,  esto es el Consejo Institucional, al cual la Contraloría General de la República, le encomienda la obligación de velar por esta materia, asignándole de manera correlativa la consecuente responsabilidad ante un manejo inadecuado de tales fondos.
Por esta misma razón, es que todos los recursos provenientes del financiamiento estatal que reciba el Instituto Tecnológico de Costa Rica producto del FEES, incluidos los denominados Fondos del Sistema, por normativa interna son incorporados en el Presupuesto institucional y sus modificaciones.
11. En vista de que los Fondos del Sistema son parte del FEES, y por lo tanto son recursos institucionales, estos deben recibir el mismo tratamiento que el resto de fondos que conforman la materia presupuestaria institucional.
12. El Consejo Nacional de Rectores fue creado mediante “Convenio de Coordinación de la Educación Superior Universitaria Estatal en Costa Rica”, suscrito por las Instituciones de Educación Superior Universitaria Estatal el 4 de diciembre de 1974 y reformado por éstas el 20 de abril de 1982. En él se regulan aspectos de coordinación para el ejercicio conjunto de la autonomía universitaria en diversos ámbitos.
El CONARE está constituido por los Rectores de las Instituciones signatarias de este Convenio y, conforme al artículo 3 del Convenio de Coordinación, tiene entre otras las siguientes funciones:
 b) 	Aprobar el PLANES, previa consulta a los Cuerpos Colegiados Superiores de las Instituciones signatarias, los cuales deberán pronunciarse dentro del plazo requerido por el CONARE para ello.
 h) 	Informar, cada seis meses, a los Cuerpos Colegiados Superiores de las Instituciones signatarias, de todas las decisiones que hubiere tomado.
De lo anterior se desprende que el CONARE surge como producto de un instrumento jurídico de menor jerarquía (convenio interuniversitario) que los instrumentos que dieron origen a las universidades estatales (leyes específicas de creación), cuyas facultades, respecto a su forma de administración y gobierno, son reguladas por el principio de la autonomía universitaria de fundamento constitucional.
Por esta misma razón, las resoluciones que tome CONARE tienen una jerarquía menor que las tomadas por las universidades estatales, las cuales conforme al mismo convenio (Artículo 16) pueden ejercer “el recurso de veto razonado que debe interponerse por escrito por el Cuerpo Colegiado Superior de la Institución signataria interesada”.
13. El artículo 18, inciso j, del Estatuto Orgánico, dispone:
ARTÍCULO 18 
Son funciones del Consejo Institucional: 
j. Ejercer el derecho al veto de las resoluciones tomadas por el Consejo Nacional de Rectores
Esta facultad del Consejo Institucional procede de la autonomía administrativa y de gobierno de origen constitucional con la que cuenta el ITCR, y la que faculta a este órgano para eventualmente modificar o anular todos los acuerdos tomados por el CONARE respecto al uso y destino de los recursos provenientes del financiamiento estatal recibidos por el Instituto Tecnológico de Costa Rica, producto del FEES, incluidos los denominados Fondos del Sistema.
14. En vista que todos los recursos percibidos por el ITCR del Fondo del Sistema, deben ser aprobados por normativa interna, estos son incorporados en el Presupuesto institucional y sus modificaciones. Los convenios suscritos por el Instituto financiados con recursos provenientes del Fondo del Sistema, o de cualquier otra fuente legítima de ingresos, también deben ser aprobados y ejecutados con base en la normativa del Instituto y no por la establecida por CONARE. 
V. Aspectos conceptuales relacionados con la nomenclatura de convenios redactados para establecer relaciones con la Universidad de Valencia 
15. La nomenclatura de convenios utilizada para clasificar los instrumentos jurídicos que sustentan el establecimiento de relaciones académicas con la Universidad de Valencia contiene varios errores conceptuales, los cuales se indican a continuación.
16. Un “convenio de adhesión” se caracteriza por ser suscrito por otras entidades que se adhieren a un “convenio existente”, y convienen en respetar todas las cláusulas originales de dicho “convenio existente”. 
Si al suscribir un “nuevo convenio” las cláusulas originales del “convenio existente” se modifican en algún sentido, el llamado “nuevo convenio” no sería un “convenio de adhesión” sino que se trataría de un “convenio diferente” o de una “reforma al convenio existente”.  También podría tratarse de un “addendum al convenio existente” mediante el cual se agregan o reforman algunas cláusulas del “convenio existente”.  
Ante un “convenio de adhesión”, se mantiene un convenio original, al cual se incorporan otras entidades, en el caso que nos ocupa relacionado con la Universidad de Valencia, las otras universidades nacionales deberían haberse incorporado aceptando la totalidad de las cláusulas definidas en el convenio originalmente suscrito por el ITCR.  Sin embargo, el llamado “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”  es un nuevo convenio y no de uno de adhesión pues dicho convenio involucra una serie de variantes respecto a la “Carta de entendimiento entre ITCR y Universidad de Valencia”, entre ellas la relativa a la materia presupuestaria.
Para mayor claridad al respecto a este concepto, puede consultarse el texto de Stiglitz, Rubén S, Stiglitz, Gabriel; Contratos  por Adhesión; Editorial de Palma; Buenos Aires, Argentina, 1985. 
17. A continuación se incluye un análisis comparativo entre la “Carta de entendimiento entre ITCR y Universidad de Valencia” y el “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, con el fin de evidenciar que el segundo no constituye conceptualmente un “Convenio de adhesión” a la denominada  “Carta de entendimiento”.
	Programa de Doctorado en Dirección de empresas con
Universidad de Valencia 

	Cuadro comparativo entre “Carta de entendimiento” y “Convenio de adhesión”

	N°
	Asunto
	Carta de Entendimiento
	Convenio de Adhesión

	1. 
	Montos de estimación iniciales
	a. Inicial: ¢ 21 M
b. Adendum: (Aprobado Modif. Presup. Int. No. 001- 05: ¢ 24,95 M
	a. Valor nominal: 
¢ 67.26 M (adicionales a los ¢ 24,95 M contenidos en la Carta de Entendimiento) 

	2. 
	Objetivos de la formación ofrecida por la Universidad de Valencia
	a. Dirigido a 30 profesores de Escuela  de Adtn de Empr. del ITCR

b. Preparar para Nivel doctoral

	a. Profesores provienen de las 4 universidades públicas estatales: ITCR, UNA, UCR y UNED.
b. Varían aspectos de formación y desarrollo
c. Postulantes, pueden ser ingenieros, economistas, especialistas en investigación y técnicas de mercadeo etc.

	3. 
	Requisitos de ingreso
	No exige requisito alguno que deba ser cumplido por los estudiantes.
	Impone requisitos de orden taxativo, para los estudiantes que participen del proceso.

	4. 
	Cantidad  de créditos
	Primera fase docente: 21 créditos
	Primera fase docente: 24 créditos

	5. 
	Materia obligacional
	a. Estudiantes  
No establece obligaciones para estudiantes del ITCR.
	a. Estudiantes
i. Cubrir los costos de traslado, alimentación y hospedaje al visitar la Universidad de Valencia
ii. Visitar la Universidad de Valencia al menos una vez
iii. Presentar autorización (estudiantes que no sean del ITCR)
b. Profesores
i. Se deben cubrir los costos de traslado, alimentación, y hospedaje (de Directores de  Escuelas de Administración de Empresas o del personal designado a tal efecto, de las cuatro universidades estatales)
ii. Profesores participantes deben presentar al ITCR la autorización de sus respectivas instituciones

	6. 
	Vigencia del Convenio
	Convenio vigente por el período necesario para la conclusión del programa de doctorado de los  docentes participantes.
	Vigencia por el período requerido para la obtención del Doctorado en Dirección de Empresas (4 años, con posibilidad de prórroga para estudiantes matriculados en el período 2007-2008, prórroga que se realizará,  según cláusula 8) mediante el intercambio de notas lo que genera costos de carácter administrativo

	7. 
	Cláusulas de extinción
	No contiene.
	Constituye una Comisión de Vigilancia y Control.

	8. 
	Variación de la moneda
	No contempla aspectos que involucren uso de moneda extranjera, ni implicaciones derivadas de diferencias por tipo de cambio.
	Estipula que se debe “…Cancelar por cada módulo el equivalente a MIL EUROS, para cada docente de la Universidad de Valencia que imparta el curso…”.


18. En síntesis, como puede observarse en la tabla anterior, el “Convenio de Adhesión” introduce elementos totalmente nuevos y diferentes a lo pactado inicialmente mediante la “Carta de entendimiento”, los cuales efectivamente redundan en nuevas obligaciones para la Institución.
19. Si se toma  en cuenta que CONARE autorizó una partida económica extra, por una única vez, obliga a que se redefina la materia presupuestaria, dado el déficit económico presentado por el convenio,  redefinición que debe tener en cuenta, las variaciones  en torno a la moneda, los gastos acordados para gastos de transporte que de manera forzosa, contemplan a su vez sustituciones de servidores docentes que deben desplazarse a España para estos efectos,  de manera independiente a los becarios, hospedaje y alimentación en los términos establecidos, aumento en gastos  administrativos, alzas en el costo de la  matrícula, así como el monto que corresponde a la estimación  adicional del Convenio de Adhesión.       
VI. Aspectos relacionados con la planificación financiera del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”
20. Desde sus inicios, la administración del ITCR proyectó financiar, íntegramente, el desarrollo del Programa de Doctorado en Dirección de empresas con la Universidad de Valencia, con recursos provenientes del “Fondo del Sistema”. Para financiar, en forma completa, este proyecto, el ITCR solicitó el apoyo del Consejo Nacional de Rectores (CONARE), el cual en el 2007 le otorgó recursos por un monto cercano a ¢ 67 millones, los cuales fueron incorporados en el Plan anual operativo y del Presupuesto ordinario del ITCR correspondiente al 2008. 
21. No obstante, el día siguiente a la inauguración del Programa de Doctorado en Dirección de empresas con la Universidad de Valencia, el 29 de enero del 2008, el ITCR solicitó al CONARE recursos provenientes del “Fondo del Sistema”, por un monto cercano a los ¢20 millones.
A esta petitoria se hace referencia en el acta de la sesión N° 01-08 de CONARE, realizada el día martes 29 de enero del 2008, sesión en la que se discutió la solicitud del ITCR de recursos adicionales por un monto de ¢20.205.000,00 para el Doctorado con la Universidad de Valencia, a pesar de que el texto del “Convenio de adhesión” supuestamente suscrito el día anterior establece una cuantía estimada cercana a ¢ 67 millones (Cláusula décima)
En dicha sesión, el Dr. Olman Segura Bonilla, Rector de la UNA, quien presidió, solicitó al Rector del ITCR explicar las razones para solicitar una suma adicional de poco más de ¢ 20 millones, en vista de que el CONARE ya había asignado al ITCR cerca de ¢ 67 millones para el desarrollo ese programa.
En respuesta, el Rector del ITCR explicó que el refuerzo presupuestario solicitado a CONARE se requería para cubrir los siguientes gastos:
a. Alquilar un aula
b. Contratar un administrador del programa
c. Adquirir equipamiento
d. Pagar un aumento en el costo de las colegiaturas.
Respecto a esta solicitud del ITCR, el Dr. Olman Segura manifestó su preocupación respecto a que, en caso de aprobar la solicitud del ITCR, ello sentaría un precedente inconveniente. 
Esto debido a que, en la solicitud original, el ITCR planteó que ese Programa se desarrollaría, entre otras condiciones, bajo las siguientes:
a. Las clases se impartirían en aulas del ITCR y, en caso de no ser posible, en aulas de otra de las universidades estatales.
b. El programa de Doctorado con la Universidad de Valencia no requería nueva administración pues, al ser existente, ya contaba con un administrador que estaba a cargo del mismo.
Adicionalmente el Dr. Olman Segura manifestó que el ITCR no explicó para qué se requería el equipamiento.  En consecuencia, señaló, la única parte por considerar sería el incremento debido al tipo de cambio del euro, lo cual representa un aumento de ¢ 5 millones.
Por su parte, el Director de la Oficina de Planificación de la Educación Superior (OPES), M.Sc. José Andrés Masís, manifestó que conforme a la solicitud planteada por el ITCR, era evidente que en la planificación el programa de Doctorado con la Universidad de Valencia no se tomaron en cuenta muchas factores esenciales tales como el alquiler del edificio y de aulas.  Agregó que la idea de CONARE era ayudar al ITCR a “redondear” el financiamiento del programa. 
En respuesta, el M.Sc. Eugenio Trejos, Rector del ITCR, expresó que lo señalado por el Dr. Olman Segura (el incremento debido al tipo de cambio del euro) es lo único que CONARE debe atender.
Asimismo agregó que las demás solicitudes tendrían que ser asumidas por la institución coordinadora (el ITCR). Señaló que esas necesidades no fueron originalmente planteadas, esto es, nunca se habló de esos otros costos para  la Administración, ni de aulas especiales, ni de equipamiento. El programa de Doctorado con la Universidad de Valencia no se ha dado en ninguna aula especial, sino solo en aulas del ITCR. Lo único no predecible es el cambio de divisa por no haber hecho los cálculos correspondientes.
También planteó que “él conversaría al respecto para ver cómo atienden las cosas internamente” (con presupuesto del ITCR). 
Adicionalmente, el Dr. Olman Segura manifestó que el programa de Doctorado con la Universidad de Valencia no podría estar en un constante cambio del monto de la colegiatura debido al incremento en el tipo de cambio del euro, pues en tal caso, cada vez que se produjera un incremento, habría que hacer otro ajuste al costo de la colegiatura.
En consecuencia, señaló debería pactarse un costo único con la Universidad de Valencia, que en este caso representa un incremento de ¢ 6 millones.
Por su parte, el Lic. Gastón Baudrit Ruiz, Asesor Legal del CONARE, manifestó que la suscripción de un convenio para posibilitar la participación de funcionarios de otras instituciones miembros del CONARE en el programa de Doctorado con la Universidad de Valencia no sería conveniente pues eso las obligaría a someter el documento a un proceso de ratificación en algunas de las instituciones, por lo que el programa no podría iniciarse hasta que tenga el refrendo y la aprobación de cada una de ellas. 
El Lic. Gastón Baudrit agregó que de suscribirse algún documento, el más práctico sería un contrato con la Universidad. Agregó que, como son documentos independientes para cada Universidad, no se podría firmar un addendum al convenio principal que no han firmado.
El Lic. Gastón Baudrit además agregó que, tendría que  detenerse la ejecución del programa, por lo que recomendó firmar un documento equivalente, pero que no requiera la aprobación posterior por parte de los Consejos Universitarios, sino que sea algo más ejecutivo porque el programa ya se está desarrollando. 
Finalmente, el CONARE acordó: 
· Aprobar, por esta vez, de los recursos del Fondo del Sistema para el 2008, un aporte extraordinario de ¢6.000.000,00 para ayudar a cubrir el incremento en los créditos por materias del Programa de Doctorado con la Universidad de Valencia así como la diferencia cambiaria experimentada por el  euro. Asimismo, hacer ver a la coordinación del Programa que no podrán aprobarse más reajustes, ya que  no es atendible  estar en un constante cambio del monto de la colegiatura, ni en función de las variaciones cambiarias del euro...” (1).
En principio, si el “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED” adquiriera eficacia legal, el ITCR debería ingresar esos ¢ 6 millones recibidos del CONARE, procedentes del "Fondo del Sistema", en el  Presupuesto Extraordinario N° 1.
22. Cabe señalar que, a pesar de que este convenio carece de toda validez jurídica, al 17 de Abril del 2008 se han girado fondos para su ejecución por un total de ¢ 36. 500. 948, en código 5201-1320-6004, según el respectivo estado de ejecución de presupuesto.  Esto es, durante el primer trimestre ya se ha ejecutado más de la mitad del total de recursos solicitados a CONARE para financiar este proyecto.
23. Adicionalmente, en vista de que los gastos asociados al Programa de Doctorado con la Universidad de Valencia no fueron adecuadamente estimados, el Rector solicitó al Consejo Institucional, mediante la “Modificación presupuestaria 1-2008”, realizar varios cambios en las partidas previamente definidas en el “Presupuesto ordinario 2008” para disponer de los ¢ 67 millones recibidos de parte de CONARE para cubrir ese programa.
Sin embargo, en vista de que el llamado “Convenio de adhesión” había entrado ya en fase de cuestionamiento, el Consejo Institucional dispuso no aprobar cambios en las partidas antes señalados.
24. En respuesta a esta decisión del Consejo Institucional, el M.Sc. Eugenio Trejos, mediante resolución de Rectoría RR-083-08 del 11-Abr-2008, ordenó pagar viajes a España, y viáticos con fondos tomados de la cuenta 5101-1111-0001-1540 de la Rectoría con cargo al Programa de Doctorado con la Universidad de Valencia.
Es importante señalar que esta disposición de utilizar recursos destinados a cubrir gastos de la Administración superior contraviene lo dispuesto por la Ley de Administración Financiera y de Presupuestos Públicos de la República, la cual en el Artículo 110, señala como hechos generadores de responsabilidad administrativa “El empleo de los fondos públicos con finalidades diferentes de aquellas a las que están destinados” (inciso e), y “La autorización o realización de compromisos o erogaciones sin que exista contenido económico suficiente, debidamente presupuestado”. (inciso f)
VII. Normativa interna y externa aplicable al análisis del trámite de aprobación y ejecución de los convenios entre el ITCR y la Universidad de Valencia 
25. La suscripción de Convenios Marcos y Cartas de Entendimiento por parte del Instituto debe realizarse de acuerdo con lo establecido en las siguientes disposiciones:
a. El “Manual de Normas y Procedimientos para la Firma de Convenios en los que participe el Instituto Tecnológico de Costa Rica”, elaborado por la Dirección de Proyectos de la Vicerrectoría de Investigación y Extensión, según nota R-423-05, del 12 de octubre del 2005, publicado en la Gaceta del ITCR No. 192.
b. El “Reglamento para la tramitación de Convenios y Cartas de Entendimiento del ITCR”, aprobado por el Consejo Institucional en la Sesión  No. 1989, Artículo 7, del 30 de abril de 1998 (Gaceta del ITCR No. 95)
c. Las “Normas de Presupuesto del ITCR”, acuerdo de la Sesión No. 1887, Artículo, 13 del 30 de mayo de 1996 (Gaceta del ITCR No. 70) las cuales disponen:
Norma 5.	Previo a la firma de todo convenio, contrato o acción similar que no sea de índole administrativa y que implique compromisos financieros deberá ser elaborado por la Dirección de Cooperación, en coordinación con el responsable del Programa Presupuestario correspondiente y la Oficina de Planificación Institucional.  El mismo debe ser dictaminado por la Vicerrectoría de Administración con la evaluación respectiva de su impacto presupuestario, junto a los dictámenes de Asesoría Legal y de la Auditoría Interna.  Cuando corresponda, el convenio o contrato deberá ser refrendado por la Contraloría General de la República.
26. De acuerdo con la normativa citada, previo a la firma  de cualquier convenio se requiere, en coordinación con la Dirección de Cooperación, de la participación de las siguientes instancias institucionales:
a. La Oficina de Planificación Institucional, la cual emitir un dictamen sobre su pertinencia con los planes institucionales.
b. La Oficina de Asesoría Legal, la cual emitir un dictamen sobre su viabilidad legal.
c. La Vicerrectoría de Administración, la cual emitir un dictamen sobre su viabilidad financiera. 
27. Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública 
Artículo 3.- Deber de probidad.
El funcionario público estará obligado a orientar su gestión a la satisfacción del interés público. Este deber se manifestará, fundamentalmente, al identificar y atender las necesidades colectivas prioritarias, de manera planificada, regular, eficiente, continua y en condiciones de igualdad para los habitantes de la República; asimismo, al demostrar rectitud y buena fe en el ejercicio de las potestades que le confiere la ley; asegurarse de que las decisiones que adopte en cumplimiento de sus atribuciones se ajustan a la imparcialidad y a los objetivos propios de la institución en la que se desempeña y, finalmente, al administrar los recursos públicos con apego a los principios de legalidad, eficacia, economía y eficiencia, rindiendo cuentas satisfactoriamente.
Artículo 4.- Violación al deber de probidad.
Sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que procedan, la infracción del deber de probidad, debidamente comprobada y previa defensa, constituirá justa causa para la separación del cargo público sin responsabilidad patronal.
Artículo 38.- Causales de responsabilidad administrativa.
Sin perjuicio de otras causales previstas en el régimen aplicable a la respectiva relación de servicios, tendrá responsabilidad administrativa el funcionario público que:
f) Con inexcusable negligencia, asesore o aconseje a la entidad donde presta sus servicios, a otra entidad u órgano públicos, o a los particulares que se relacionen con ella.
Artículo 41.- Criterios por considerar.
Las sanciones estipuladas en la presente Ley serán impuestas por las infracciones anteriormente tipificadas que hayan sido cometidas con dolo o culpa grave. Para valorar la conducta del presunto responsable se tomarán en cuenta, entre otros, los siguientes factores:
a) La efectiva lesión a los intereses económicos de la Administración Pública y la cuantía de los daños y perjuicios irrogados.
b) El éxito obtenido en el logro de los resultados no deseados por el ordenamiento jurídico o en el enriquecimiento o favorecimiento del autor de la infracción o de terceros, así como el empeño puesto en procurarlos.
c) El impacto negativo en el servicio público.
e) El rango y las funciones del servidor; se entiende que, a mayor jerarquía y complejidad de estas, mayor será la obligación de apreciar la legalidad, oportunidad y conveniencia de los actos que se dictan, autorizan o ejecutan.
28. Ley general de control interno.
Artículo 39.—Causales de responsabilidad administrativa. 
El jerarca y los titulares subordinados incurrirán en responsabilidad administrativa y civil, cuando corresponda, si incumplen injustificadamente los deberes asignados en esta Ley, sin perjuicio otras causales previstas en el régimen aplicable a la respectiva relación de servicios.
…
Cuando se trate de actos u omisiones de órganos colegiados, la responsabilidad será atribuida a todos sus integrantes, salvo que conste, de manera expresa, el voto negativo.
29. Ley de Administración Financiera y de Presupuestos Públicos de la República:  
TÍTULO X
RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD
ARTÍCULO 107.-		Principio de legalidad 
Los actos y contratos administrativos dictados en materia de administración financiera, deberán conformarse sustancialmente con el ordenamiento jurídico, según la escala jerárquica de sus fuentes. Se presume la legalidad de los actos y las operaciones de órganos y entes públicos sujetos a la presente Ley, pero se admitirá prueba en contrario.
ARTÍCULO 108.-	Criterios de valoración de anomalías
Todo servidor público responderá, administrativa y civilmente, por el desempeño de sus funciones, deberes y atribuciones asignados al cargo, cuando en su conducta medie dolo, culpa o negligencia, sin perjuicio de las responsabilidades penales. Para tal valoración, se tomarán en cuenta, entre otros aspectos, los siguientes: 
…
b)	El rango y las funciones del servidor. Se entenderá que a mayor jerarquía y complejidad de las tareas, mayor será el deber de apreciar la legalidad y conveniencia de los actos que se dictan o ejecutan.
…
d)	La existencia de canales apropiados de información gerencial y la posibilidad de asesorarse con profesionales especializados.
….
ARTÍCULO 109.- Debido proceso
Toda responsabilidad será declarada de acuerdo con los procedimientos administrativos de la Ley General de la Administración Pública y demás aplicables a la entidad competente, asegurando a las partes, en todo caso, las garantías constitucionales relativas al debido proceso y la defensa previa, real y efectiva, y sin perjuicio de las medidas preventivas procedentes.
ARTÍCULO 110.- Hechos generadores de responsabilidad administrativa
Además de los previstos en otras leyes y reglamentaciones propias de la relación de servicio, serán hechos generadores de responsabilidad administrativa, independientemente de la responsabilidad civil o penal a que puedan dar lugar, los mencionados a continuación:
…
b)	La omisión, el retardo, la negligencia o la imprudencia en la preservación y salvaguarda de los bienes o derechos del patrimonio público o la adopción de acciones dolosas contra su protección, independientemente de que se haya consumado un daño o lesión.
…
e)	El empleo de los fondos públicos sobre los cuales tenga facultades de uso, administración, custodia o disposición, con finalidades diferentes de aquellas a las que están destinados por ley, reglamento o acto administrativo singular, aun cuando estas finalidades sean igualmente de interés público o compatibles con los fines de la entidad o el órgano de que se trate. 
Asimismo, los funcionarios competentes para la adopción o puesta en práctica de las medidas correctivas serán responsables, si se facilita el uso indebido, por deficiencias de control interno que deberían haberse superado razonable y oportunamente. 
f)	La autorización o realización de compromisos o erogaciones sin que exista contenido económico suficiente, debidamente presupuestado.
…
l)	El nombramiento de un servidor con facultades de uso y disposición de recursos públicos, que no reúna las condiciones exigidas por el ordenamiento jurídico o los manuales y las reglamentaciones internas, o darle al servidor posesión del cargo sin rendir previamente la caución que ordena esta Ley.
…
o)	Apartarse de las normas técnicas y los lineamientos en materia presupuestaria y contable emitidos por los órganos competentes.
…
[bookmark: gjdgxs]q)	Permitir a otra persona manejar o usar los bienes públicos en forma indebida.
SE PROPONE:
I. Acciones relacionadas con la ejecución del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED” 
a. Declarar carente de toda eficacia jurídica el “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, con fundamento en el cual se ha venido desarrollando el “Programa de Formación de Doctores en Dirección de Empresas” con la Universidad de Valencia.
b. Ordenar a la administración suspender de manera inmediata la ejecución presupuestaria de todos los alcances contemplados en y/o relacionados con el convenio mencionado, por el tiempo mínimo necesario para que la Administración pueda negociar, redactar, revisar, someter a aprobación y suscribir un nuevo “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia y las universidades públicas nacionales”, el cual satisfaga las condiciones señaladas en el inciso “j” de este acuerdo y cumpla el respectivo requisito de eficacia jurídica requerido para su ejecución.
c. Conceder a los funcionarios del ITCR inscritos en el Programa de Formación de Doctores en Dirección de Empresas con la Universidad de Valencia un plazo de 10 días hábiles para tramitar ante el Comité de Becas la concesión de beneficios económicos necesarios para participar en dicho programa, conforme a los requisitos, procedimientos y trámites establecidos por la normativa institucional dictada al efecto.
d. Solicitar a la Rectoría tomar las medidas administrativas necesarias para excluir del otorgamiento de beneficios económicos a las siguientes personas inscritas en el Programa de Formación de Doctores en Dirección de Empresas con la Universidad de Valencia: 
i. Los funcionarios del Instituto inscritos en ese programa que no tramiten la concesión de beneficios económicos ante el Comité de Becas dentro del plazo indicado en el inciso anterior.
ii. Los funcionarios del Instituto inscritos en ese programa a quienes el Comité de Becas acuerde no otorgarles los beneficios económicos mencionados por estimar que no cumplen con los requisitos necesarios para ser acreedor de una beca.
iii. De manera inmediata, a todas aquellas personas que, sin ser funcionarios del Instituto, participan en ese programa a nombre del Instituto. 
iv. De manera inmediata, a todos los funcionarios de otras universidades estatales nacionales que participan en ese programa, hasta tanto no se suscriba un convenio interuniversitario que cuente que la debida validez jurídica. 
e. Solicitar a la Rectoría presentar al Consejo Institucional un informe de los resultados de la gestión realizada para ejecutar el acuerdo indicado en el inciso “d” de este acuerdo, dentro de un plazo de 10 días hábiles contados a partir del pronunciamiento del Comité de Becas al respecto.
f. [bookmark: 30j0zll]Comunicar a la Administración que solo podrán percibir beneficios económicos otorgados por el ITCR (pago de matrículas y otras tasas relacionadas), para participar en programas de estudios amparados a convenios suscritos con otras universidades, aquellos funcionarios del Instituto que hayan tramitado la solicitud de esos beneficios al Comité de Becas con estricto apego a lo dispuesto por el Reglamento de becas para el personal, dicho Comité haya aprobado su concesión y hayan firmado los respectivos contratos de beca. 
g. Comunicar a la Administración que, en adelante, los trámites de contratación y cancelación de bienes y servicios, requeridos para la ejecución de programas de estudios amparados a convenios suscritos con otras universidades, deberán realizarse en estricto apego a las disposiciones establecidas al efecto por la normativa interna y externa vigente.
h. Encomendar a la Escuela de Administración de Empresas informar por escrito, con copia al Consejo Institucional, a los funcionarios del ITCR participantes en el programa de Doctorado en dirección de empresas con la Universidad de Valencia, así como a las autoridades y profesores de la Universidad de Valencia relacionadas con este programa, en un plazo de 10 días hábiles contados a partir de la entrada en vigencia de este acuerdo, respecto a las razones formalmente invocadas por el Consejo Institucional para suspender el “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED” y respecto a las acciones emprendidas por dicha escuela para suscribir y poner en vigencia un nuevo convenio que satisfaga las condiciones establecidas mediante este acuerdo. 
II. Condiciones necesarias para proceder a la suscripción de un “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia y las universidades públicas nacionales”
i. Solicitar a la Escuela de Administración de Empresas reiniciar, a la mayor brevedad, conversaciones con la Universidad de Valencia orientadas a concretar la firma del “nuevo” “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia y las universidades públicas nacionales”, que reúna las condiciones necesarias para reiniciar, previo cumplimiento de las disposiciones establecidas para su trámite, la ejecución del Programa de Doctorado en Administración de Empresas.
j. Comunicar a la Administración que la propuesta orientada establecimiento de un “nuevo” “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia y las universidades públicas nacionales”, por suscribir para impartir el “Programa de Formación de Doctores en Dirección de Empresas” con la Universidad de Valencia, deberá contener cláusulas en las cuales se contemple al menos las siguientes condiciones:
i. En lo que respecta a la estimación de la cuantía del convenio, ésta debe ser fundamentada y tomarse en cuenta para su determinación, al menos, los siguientes factores:
· Total de erogaciones anuales que deberán realizarse producto de la ejecución del convenio, incluidos una definición de la cantidad de profesores de la Universidad de Valencia que deberán viajar a Costa Rica, la cantidad de participantes (estudiantes y profesores) que deberán viajar a España y de todos los beneficios económicos que deba otorgarles el ITCR, incluidos costos de los pasajes aéreos, viáticos, alojamiento y cualquier otro tipo de beneficios.
· Especificación de las fuentes de financiamiento de las que se prevé que se tomarán los recursos para cubrir cada una de las erogaciones anuales indicadas en el punto anterior.
· El incremento en los costos totales debido a la fluctuación en el tipo de cambio de las monedas utilizadas para realizar las erogaciones derivadas de la ejecución del convenio respecto a la unidad monetaria nacional (colón), a lo largo de la duración del convenio.
· El incremento en los costos totales debido al efecto del aumento en la inflación a lo largo de la duración del convenio.
· Un detalle del aporte financiero que cada una de otras universidades estatales nacionales que suscriban el convenio se compromete a aportar y especificación de las consecuencias derivadas de su incumplimiento.
ii. En el proceso de selección de los participantes y de otorgamiento de beneficios económicos deberán tomarse en cuenta, al menos, los siguientes factores:
· Los beneficios económicos que otorgue el ITCR a los funcionarios del Instituto que participen en este programa deberán ser concedidos por el Comité de Becas y tales participantes estarán comprometidos a los procedimientos y obligaciones establecidos por el Reglamento de Becas para el personal.  
· Los funcionarios del ITCR que actualmente participan en este programa contarán con 10 días hábiles, contados a partir de la fecha en que se les comunique este acuerdo para gestionar el otorgamiento de beneficios económicos ante el Comité de Becas.  Estos funcionarios podrán continuar en el programa únicamente si el Comité de Becas acuerda otorgarles beca de estudios para su realización y suscriben el correspondiente contrato de beca.
· Un detalle de las responsabilidades que corresponderán a las otras universidades estatales nacionales que suscriban el convenio y las consecuencias de su incumplimiento.
· En caso de incorporar nuevos funcionarios del Instituto en este programa de doctorado, deberá procederse conforme a lo señalado en el inciso “L.ii” de este acuerdo, en lo que respecta al proceso de selección de los nuevos participantes y al otorgamiento de beneficios económicos.
iii. En lo que respecta a la participación de funcionarios de otras universidades en el programa, deberán tomarse en cuenta, al menos, los siguientes factores:
· Las condiciones bajos las cuales participan funcionarios de otras universidades nacionales tales como beneficios económicos otorgados, requisitos de participación, compromisos adquiridos, verificación de condiciones, etc. serán establecidos y exigidos por dichas universidades conforme a su propia normativa y el ITCR no asumirá responsabilidades en la ejecución de las disposiciones tomadas por las otras universidades. 
· La concesión (pago) de beneficios económicos otorgados que percibirán a los funcionarios de otras universidades nacionales deberá realizarse con cargo a los presupuestos de las instituciones con las cuales han suscrito contrato laboral 
iv. En lo que respecta a las condiciones bajo las cuales se debe iniciar la ejecución del nuevo convenio, debe tomarse en cuenta que éste debe satisfacer el requisito de contar con la debida validez jurídica, y que en su operación financiera así como en la definición de los funcionarios del ITCR con derecho a participar en ese programa deben observarse, en todos sus extremos, las disposiciones establecidas por la normativa interna y externa a la que está sujeta la institución para el establecimiento de convenios.
III. Medidas conducentes a mejorar el proceso de redacción, revisión, aprobación y ejecución de convenios suscritos por el Instituto 
k. Encomendar a la Oficina de Asesoría Legal formular y presentar al Consejo Institucional un proyecto de modificación al Reglamento de Convenios, el cual contribuya a evitar las anomalías que se presentaron en el trámite de redacción, revisión, aprobación y ejecución del Convenio entre el ITCR y la Universidad de Valencia.  
Entre otras características, el proyecto de Reglamento de convenios solicitado debe presentar las siguientes novedades:
i. Actualizar la nomenclatura relacionada con la clasificación de convenios de forma tal que se evite caer en errores conceptuales al establecer el tipo de los convenios en trámite de aprobación, de modo tal que al suscribir un “Convenio de adhesión” no se modifiquen las cláusulas originales del “Convenio existente” al cual se pretenden agregar nuevas entidades (pues, en caso contrario, se estaría en presencia de un nuevo convenio), y que cuando se deba firmar una adición o addendum a un convenio existente, dicha adición deba ser aprobada por el Consejo Institucional.
ii. Establecer un régimen de responsabilidades que defina las obligaciones que corresponden a cada una de las dependencias y funcionarios participantes en todas las etapas de aprobación y ejecución de convenios, incluido el administrador del convenio, y que también defina las sanciones derivadas de incumplimientos por su actuación dentro del proceso de aprobación y/o ejecución de convenios con los que tienen relación.
iii. Establecer un formato completo que favorezca redactar en forma correcta las cláusulas, que contenga cláusulas de exoneración de responsabilidad, responsabilidad solidaria y que contemple el régimen de sanciones ante un incumplimiento de un convenio.
iv. Establecer la responsabilidad que tiene la Oficina de Asesoría Legal de rendir un dictamen fundamentado y profundo con carácter vinculante para la Dirección de Cooperación y la Rectoría.
v. Establecer la obligación de todas las instancias involucradas en el trámite de aprobación de convenios (Consejo del Departamento promotor del convenio, Vicerrectoría de administración, Dirección de cooperación, Oficina de Planificación Institucional, Oficina de Asesoría Legal y Rectoría) de participar dentro del proceso.
vi. Establecer la obligación de la Oficina de Planificación Institucional de brindar informes semestrales al Consejo Institucional respecto a todos los convenios que se firmen, en especial respecto a los que involucran uso de fondos institucionales. 
vii. Establecer una metodología que permita realizar el refrendo o aprobación interna de todos los convenios que garantice que ese tipo de instrumentos jurídicos adquiera eficacia legal solamente si satisfacen las condiciones técnicas y legales que correspondan y que no presenten deficiencias de algún tipo en su trámite.
l. Solicitar al Comité de Becas presentar al Consejo Institucional en un plazo de dos meses contados a partir de la entrada en vigencia de este acuerdo, una propuesta respecto los criterios y el trámite para otorgar becas a funcionarios aspirantes a participar en programas de estudios establecidos vía convenios específicos con otras universidades nacionales o extranjeras, la cual contemple:
i. Políticas específicas o lineamientos que deben orientar el otorgamiento de becas a funcionarios del Instituto que soliciten participar en este tipo de programas.
ii. Posibles modificaciones que, el Comité de Becas considere conveniente introducir al Reglamento de Becas para garantizar que, en el proceso de selección de los participantes y de otorgamiento de beneficios económicos, se tomen en cuenta al menos los siguientes aspectos:
· Los beneficios económicos otorgados a los funcionarios del Instituto candidatos a beca para participar en ese tipo de programas deban ser concedidos por el Comité de Becas.
· Los funcionarios del Instituto solicitantes de beca para participar en ese tipo de programas, cumplan todos los procedimientos y obligaciones establecidos para el resto del personal por el Reglamento de Becas.
· Los funcionarios a quienes el Comité de Becas le apruebe una beca para participar en ese tipo de programas deban suscribir el respectivo contrato de beca.
· La convocatoria de participación permita la inscripción, en condiciones efectivas de igualdad para todos los funcionarios del Instituto que satisfagan los requisitos establecidos.
· La convocatoria de participación se realice con la adecuada anticipación y utilizando los medios oficiales de comunicación vigentes en el Instituto, incluidos los medios electrónicos disponibles los cuales tendrán carácter oficial para tal efecto, de modo que se cuente con tiempo suficiente para realizar su selección, otorgamiento de becas por parte del Comité de Becas antes de que inicie el respectivo programa de estudios. 
· Los requisitos de participación sean establecidos por la universidad que imparte el programa, pero la selección de los participantes sea realizada por el ITCR, sin perjuicio de que la universidad que imparte el programa pueda objetar la participación de candidatos seleccionados por el ITCR que no satisfagan los requisitos de selección.
iii. Posibles cláusulas que, según el Comité de Becas, conviene contemplar en la convenios específicos suscritos con otras universidades nacionales o extranjeras para el desarrollo programas formales de estudios de nivel universitario con el propósito de garantizar, al menos, el cumplimiento de las siguientes restricciones:
· Las condiciones de participación a las que quedan sujetos los funcionarios de otras universidades que participan en este tipo de programas (tales como el otorgamiento de beneficios económicos, requisitos de participación, compromisos adquiridos, verificación de condiciones, sanciones derivadas de incumplimientos, etc.), sean establecidas y exigidas conforme a las normas establecidas por dichas universidades.
· La concesión (pago) de beneficios económicos a los funcionarios de otras universidades para participar en este tipo de programas se realice con cargo a los presupuestos de las instituciones con las cuales tales personas han suscrito contrato laboral. 
IV. Medidas orientadas a determinar las causas que originaron un trámite incorrecto del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”
m. Solicitar a Auditoría Interna presentar al Consejo Institucional, en un plazo no superior a un mes a partir de la entrada en vigencia de este acuerdo, un “Informe de fiscalización” que incluya una evaluación de la participación de la Dirección de Cooperación, de la Oficina de Asesoría Legal y de la Rectoría, el rol de la Vicerrectoría de Administración, y el de los funcionarios involucrados en los procesos de redacción, revisión, aprobación y ejecución del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”.
n. Solicitar a la Dirección de Cooperación, rendir al Consejo Institucional en un plazo de 10 días hábiles contados a partir de la entrada en vigencia de este acuerdo, un informe en el que se expliciten las razones por las cuales el “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED” no fue suscrito por la persona legalmente facultada por la Universidad de Valencia para tal efecto.
V. Medidas orientadas a evaluar el proceso de aprobación y ejecución de convenios internacionales suscritos por el ITCR
o. Solicitar a Auditoría Interna presentar al Consejo Institucional, en un plazo no superior a tres meses a partir de la entrada en vigencia de este acuerdo, un “Informe de fiscalización” en el que se refiera a los siguientes puntos:
i. Evaluación del cumplimiento de la normativa interna y externa a la que está sujeta el ITCR en materia de convenios, durante los últimos 2 años, por los funcionarios e instancias involucradas en la oportuna y correcta gestión de los convenios suscritos, ejecutados y/o que se encuentren actualmente en trámite. 
ii. Evaluación del cumplimiento de la normativa interna en el trámite seguido para otorgar becas de estudios a los funcionarios del ITCR que participan en programas de estudios establecidos vía convenios específicos con universidades extranjeras. 
p. Solicitar a la Dirección de Cooperación, rendir al Consejo Institucional en un plazo de 20 días hábiles contados a partir de la entrada en vigencia de este acuerdo, un informe respecto a los convenios internacionales suscritos por el ITCR que involucren uso de recursos públicos incluidos en el presupuesto institucional, se encuentren en ejecución sin haber sido aprobados por parte del Consejo Institucional y/o se hayan otorgado becas con cargo al presupuesto institucional sin contar con la probación del Comité de Becas.
VI. Establecimiento de responsabilidades aplicables a la conducta presuntamente seguida por los funcionarios del Instituto relacionados con el trámite y ejecución del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”
q. Solicitar al Rector inhibirse de actuar en las diligencias asociadas a este caso y designar a uno de los integrantes del equipo de rectoría que lo sustituya, en forma interina, con el fin de que proceda conforme con lo dispuesto en la Convención Colectiva en sus artículos 69 y siguientes respecto a los funcionarios a quienes les aplica este cuerpo normativo, en el cumplimiento de las funciones que de acuerdo con la normativa aplicable le corresponden al Rector del Instituto. 
Esta solicitud se plantea con el propósito de impedir la invocación de nulidades en lo que respecta a la aplicación del debido proceso en la controversia dirigida al establecimiento de las responsabilidades que eventualmente le competan a los funcionarios del Instituto relacionados con este caso, excepto al mismo Rector. 
r. Remitir al Directorio de la AIR este acuerdo y una copia de la información contenida en el expediente de este caso, a efecto de que proceda como en derecho corresponde, en los extremos que apliquen a la conducta presuntamente seguida por el Rector en el trámite y ejecución del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, conforme a la normativa interna aplicable al manejo de este caso, y supletoriamente, por lo dispuesto por el Código de Trabajo.
s. Solicitar a la Administración aplicar en forma supletoria el Código de Trabajo a todos y cada uno de los funcionarios presuntamente involucrados en el proceso de formulación, revisión y trámite de aprobación así como de su ejecución del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, así como las responsabilidades civiles y administrativas que competan en caso de que así se llegue a determinar.
Se somete a votación la propuesta base de la Comisión de Planificación y Administración y se obtiene el siguiente resultado: 3 a favor, 7 en contra.  Por lo que no se aprueba.
El señor Eugenio Trejos informa que se acoge al mismo señalamiento que  hizo el señor Carlos Badilla y en su caso salva su voto en ese sentido y tomará las medidas para que ese acuerdo no se ejecute por las implicaciones que tiene.
El señor  Dennis Mora  salva el voto por razones antes dichas.
La señora Sonia Barboza solicita sacar este tema de la corriente de la Comisión de Planificación y propone que el señor Eugenio Trejos conforme una Comisión Especial imparcial y que esta elabore una propuesta al pleno; la Comisión debe estar integrada por personas  que crean que sí se puede hacer algo diferente, porque no salió la solución.  Por su parte  no se ofrece a trabajar más en el asunto.
El señor Eugenio Trejos agrega que este impas los obliga a tomar muchas medidas.
La señora Sonia Barboza manifiesta que si son capaces de elaborar esa propuesta  lo antes posible y se pueda convocar a una sesión extraordinaria solo para ver este  punto, con el ánimo de no postergar más esto, está dispuesta a  participar.
El señor Carlos Badilla apoya la sugerencia de la señora Barboza y dice que es excelente que se haga esa Comisión, agrega que el propuso que la Rectoría trajera una propuesta con la que se pudiera subsanar, por eso sería bueno contar con una nueva oxigenación.
El señor Eugenio Trejos informa que buscará a otras personas, ajenas a la Administración y al Consejo, que bien pueden ser otros abogados que están dentro de la Institución, para que tengan una  visión imparcial.
El señor Carlos Badilla añade que en el fondo hay concepciones filosóficas y desde luego que el tema de la Autonomía está siempre inmerso, pide que no solo se busquen personas descontaminadas del tema sino que sean personas que no estén identificadas  con la Rectoría.
El señor Eugenio Trejos comunica que buscará esos balances de pesos y contrapesos.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2560.
NOTA: Se retira de la Sesión, el señor Dennis Mora, a las 1:25 p.m.
MOCIÓN DE ORDEN: El señor Eugenio Trejos al ser las 1:27 p.m., presenta moción de orden para ampliar el horario de la Sesión, en  una hora con treinta minutos.  Se somete a votación y se obtiene 9 votos a favor 0 en contra.
ARTÍCULO 8. Solicitud de restitución del  derecho constitucional de igualdad de trato de la Licda. Bettzy Rojas Molina
NOTA: Se presentan a la Sesión, en calidad de invitados, el señor  Carlos Bonilla, Asistente del señor Rector y la señora Maureen Reid, Asesora Legal, a las 1:30 p.m.
La señora Sonia Barboza presenta la propuesta denominada: “Solicitud de restitución del  derecho constitucional de igualdad de trato de la Licda. Bettzy Rojas Molina”, elaborada por la Comisión de Planificación y Administración, la cual dice:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional recibió carta sin referencia con fecha 17 de abril del 2008, suscrito por la Licda.  Bettzy Rojas Molina, Psicóloga del Programa de Drogodependencia, dirigido al Consejo Institucional,  mediante la cual tramita una solicitud respecto a la cual señala, que la misma tiene como fundamento legal el artículo 18, inciso k del Estatuto Orgánico, con la finalidad de que este órgano colegiado se avoque a darle respuesta  a su solicitud en el ejercicio estricto de la citada competencia, producto de una serie de anomalías surgidas en torno al concurso RH-048-2008, donde apunta una serie de consideraciones tendientes a demostrar que a las actuaciones de la Administración no les asiste el Principio de Justicia. 
2. El Estatuto Orgánico en su artículo 18 inciso k señala “… Son funciones del Consejo Institucional… Velar por un trato justo para todos los miembros de la comunidad…”, norma que se le impone con carácter de obligatoriedad, a los miembros de éste órgano.
3. El “Trato Justo” se define  como “… El conjunto de reglas y normas que establecen un marco adecuado para las relaciones entre personas e instituciones, autorizando, prohibiendo y permitiendo acciones específicas en la interacción de individuos e instituciones…La Justicia no es el dar o repartir cosas a la humanidad, sino el saber decidir a quien le pertenece esa cosa por derecho. La Justicia es ética, equidad y honradez. Es la voluntad constante de dar a cada uno lo que es suyo. Es aquel sentimiento de rectitud que gobierna la conducta y hace acatar debidamente todo los derechos de los demás…”, aspectos que el órgano colegiado debe corroborar que estén presentes en las situaciones que se le someten a su conocimiento bajo este inciso. 
4.  La Comisión de Planificación y Administración en la reunión celebrada el 18 de abril del 2008, recibió a la Licda. Bettzy Rojas, quien comparece ante ésta  y  procede a poner en conocimiento de los miembros de manera detallada, lo acontecido con el concurso RH-048-2008 en el cual participó como oferente, y las razones por las que  considera que no se le trató de manera justa
5. La Comisión de Planificación y Administración en la reunión celebrada el 27 de abril del 2008 continúa analizando el caso, invitando en esta oportunidad a la Máster Rocío Herrera Obando, funcionaria del Departamento de Recursos Humanos designada por ese departamento como integrante de la respectiva Comisión de Selección de Personal en calidad de asesora de personal, con la finalidad de revisar  el procedimiento seguido en el Concurso de Antecedentes RH-048-2008. Producto del análisis realizado por la Comisión  de Planificación y Administración, queda claro que la Comisión de Selección presentó dos opciones al Consejo de Departamento:   declarar el concurso desierto, incorporando a la oferente a su vez al registro de elegibles para futuros concursos, o nombrar a la Licda Rojas Molina en el puesto.  
6. La Sra Bettzy Rojas señala que existió trato desigual en relación con otro concurso de la misma especialidad, sea el RH-184-2007  para “Profesional en Salud”, los requisitos  fueron prácticamente  los mismos que para el  Concurso Interno RH-048-2008 “Profesional en Salud, Programa de Alcoholismo y Drogodependencia” presentando estos concursos variantes como en la cantidad de aspirantes entre uno y otro, así como en la orientación misma de la función, siendo uno  externo y el otro interno, indicando la Licda. Rojas que únicamente ella participó, dado que viene ocupando dicha plaza desde hace aproximadamente 2 años en forma interina.  
7. En lo que respecta al  fundamento  de la denegatoria se tiene que el Consejo de Departamento considera  únicamente que “Considerando que…No existe 
8. un criterio unánime de recomendación de los miembros de la Comisión de Selección…El puntaje obtenido por la candidata esta por debajo del percentil 50…”, sin ahondar más en el asunto.
9. Estima la Comisión de Planificación y Administración,  tomando a su vez, como insumo el dictamen esgrimido por la Asesoría Legal del Consejo Institucional, que a la gestionante, efectivamente se le  violaron los Principios de Justicia que asisten a todos los miembros de la comunidad, hecho que  se demuestra básicamente en   4 aspectos: 
a. Ausencia: de una base de calificación definida al interior de la institución, igual para todos los servidores o categorías de servidores y los respectivos concursos. 
b. Falta de Fundamentación: o motivación del acto por parte del Consejo de Departamento.    
c. Normativa: ausencia y escasa homologación de normativa al interior de la Institución.
d. Incongruencia: entre lo acordado por el Consejo  de Departamento, y las Políticas Generales que nos asisten, en el caso particular que nos ocupa, la No. 13 del eje Convivencia Interna, y que son de observancia obligatoria para todos los miembros de la comunidad.    
10. Mediante Oficio SCI-257-2008 la Comisión de Planificación y Administración, le solicita a la Presidencia de la Junta de Relaciones Laborales, una comparecencia ante este órgano, con la finalidad de exponer la posición de ésta, en torno a la situación acaecida con el Concurso Interno RH-048-2008, y la Licda Betzy Rojas Molina. 
La Junta de Relaciones Laborales  la recibe en compañía de  la Asesora Legal del Consejo Institucional, el viernes 9 de mayo, donde se procede a exponer la preocupación que le asiste a los miembros de esta Comisión, al analizar el caso sometido a su conocimiento por la Licda. Rojas Molina, pues se considera que el procedimiento seguido generó  un trato injusto para la funcionaria por las siguientes razones:
a. al declararse desierto dicho concurso, utilizando un criterio no especificado ni acordado por la instancia respectiva con antelación
b. por falta de motivación del acto, 
c. por incumplimiento de las Políticas Generales establecidas 
d. por un asunto de inconsistencia de la normativa a lo interno de la Institución. 
Adicionalmente se comunica la preocupación por el eventual efecto que puede tener para la Institución si no se endereza el acto. 
SE PROPONE:
a. Declarar con lugar la petitoria gestionada por la Lic. Bettzy Rojas Molina al habérsele negado el nombramiento en propiedad para ocupar el puesto de Profesional en Salud (Psicólogo Clínico) del Concurso RH-048-2008, con base en un procedimiento que no corresponde con un trato justo.  
b. Solicitar  al señor Rector considerar los elementos aportados en este acuerdo y que proceda según lo que corresponda garantizándole trato justo a la Lic. Bettzy Rojas Molina.
La señora Sonia Barboza aclara que la solicitud ingresó y le fue trasladada a la Comisión de Planificación y Administración y por eso se tramitó, pero considera que se debe revisar qué es lo que está pasando porque la gente recurre al Consejo Institucional, aparte de eso no hay nada que les prohíba resolver el asunto. Manifiesta al señor Carlos Bonilla que les ha llamado la atención que aparezca un dictamen legal de él, porque asumen que el dictamen debe ser de la Asesoría Legal y además hay algunos puntos de ese dictamen que no comparten pero para ser que esa es la tónica ahora.
El señor Carlos Bonilla desea hacer de conocimiento antes de presentar el dictamen, que rige un principio a favor del trabajador en la medida que la legalidad lo permita.
Seguidamente, el señor Carlos Bonilla procede a presentar el Dictamen Legal sobre la Propuesta “Solicitud de restitución del derecho constitucional de igualdad de trato de la Licda. Betzy Rojas Molina”, en los siguientes términos:
I. Sobre la legalidad del procedimiento aplicado a la Licda. Betzy Rojas Molina
De previo a entrar en consideraciones sobre el “trato justo” y sobre las competencias del Consejo Institucional en relación con este caso particular, es necesario apuntar a la legalidad del procedimiento utilizado y a las competencias del Consejo de Departamento para decidir sobre la contratación o no contratación de la funcionaria.
A. El marco legal que rige la materia se encuentra en la Segunda Convención Colectiva de Trabajo y sus Reformas,  artículos 36, 31 y 27, así como en el artículo 4 del Reglamento de Concursos Externos e Internos del ITCR.
El Artículo 36 dice lo siguiente:
“Artículo 36 
Cuando el trabajador hubiere sido nombrado por tiempo definido mediante concurso y la plaza quedare vacante por tiempo indefinido, podrá ser nombrado en propiedad sin necesidad de nuevo concurso y realizarse de acuerdo con las Normas de Contratación de Personal del ITCR. Se entenderá que para la aplicación de lo anterior no deberá existir personas en igualdad de condiciones, para lo cual se aplicará el artículo 27.”
La relación del artículo con el caso que nos ocupa, es la siguiente:
1. La Licda. Betzy Rojas Molina fue nombrada por tiempo definido mediante concurso.
2. La plaza que ocupa quedó vacante por tiempo indefinido.
Por tales circunstancias, ella pudo haber sido nombrada en propiedad “sin necesidad de nuevo concurso”. Obsérvese que el artículo dice: “podrá ser nombrado” y no “tendrá que ser nombrado”, es decir, que la decisión del nombramiento no es obligatoria para la Administración, sino facultativa. No se trata de un derecho de la funcionaria, sino de una mera expectativa de derecho. 
El Artículo 36, por otra parte, nos pone en una encrucijada, al establecer que, para aplicarlo, es decir, para nombrar en propiedad sin necesidad de nuevo concurso, “no deberá existir personas en igualdad de condiciones”. Y para determinar esta condición nos remite al artículo 27, que dice lo siguiente:
“Artículo 27 
El Instituto promoverá la carrera laboral con el fin de dar oportunidad a aquellos funcionarios que hayan hecho méritos en el desarrollo de sus labores, utilizando los mecanismos establecidos en esta Convención y la reglamentación que para tal fin emita el Instituto. Obligatoriamente toda plaza nueva o que haya quedado vacante por tiempo indefinido será llenada mediante concurso de antecedentes, salvo los casos expresamente señalados en el Estatuto Orgánico, y el encargado de la Secretaría del Consejo Institucional y el Director de la Oficina de Prensa.” (énfasis no es del original)
Es decir, el requisito para nombrar a alguien “sin concurso de antecedentes”, ¡es hacer concurso de antecedentes para determinar “que no existan personas en igualdad de condiciones.”
Cabe agregar que este es un tema que históricamente ha sido objeto de  amplio debate en la Junta de Relaciones Laborales sin que hasta el momento se haya encontrado una salida mejor que la de la práctica administrativa del Departamento de Recursos Humanos, de aplicar el concurso de antecedentes.
Una vez aclarado lo anterior, nos quedan dos artículos más, en los que ha de enmarcarse la legalidad para el caso presente. El artículo 31 convencional dice: 
“Únicamente cuando se agoten las acciones internas para llenar una plaza de puesto no profesional o profesional administrativo, se recurrirá al concurso externo.
En el caso de los concursos internos podrán solicitarse requisitos específicos, siempre que no alteren los requisitos del manual de puestos. Por ninguna razón se podrá declarar desierto un concurso interno, si al menos dos personas cumplen con los requisitos solicitados en el cartel del concurso. Los interesados podrán apelar los requisitos específicos exigidos en el cartel del concurso ante la Junta de Relaciones Laborales dentro del quinto día después de su publicación.”
Esto tiene relación directa con el Reglamento de Concursos Externos e Internos del ITCR, que debe ser acatado pues el artículo 27 dice expresamente que en esta materia  deben ser aplicados “los mecanismos establecidos en esta Convención y la reglamentación que para tal fin emita el Instituto.” Precisamente, la reglamentación emitida por el Instituto es, de manera especial, este Reglamento de Concursos Externos e Internos del ITCR que en su artículo 4 establece lo siguiente:
“Concurso de antecedentes desierto: Declaratoria realizada sobre un concurso con el fin de publicarlo nuevamente y recibir las ofertas de nuevos aspirantes a ocupar el puesto. Para que un concurso se declare desierto debe presentarse alguna de las siguientes condiciones: 
a. No participa ningún oferente. 
b. Las personas que participan no reúnen los requisitos mínimos de publicación del puesto en concurso. 
c. Los oferentes no muestran idoneidad para el puesto en el proceso de selección.
d. Se cuenta con un único oferente en condición de elegible y por acuerdo de la comisión de selección de personal, se requiere conocer mayor número de oferentes. En este caso, el oferente en condición de elegible permanece como candidato del nuevo concurso.”(énfasis no es del original)
Inciso modificado por el Consejo Institucional en la Sesión Ordinaria No. 2506, Artículo 11, del 29 de marzo del 2007 (Gaceta No. 221)”
En el caso que nos ocupa estamos justamente ante la situación regulada por el inciso d. de ese artículo 4: 
· Hubo una única oferente
· Ella está en condición de elegible.
· La Comisión de selección planteó al Consejo de Departamento las dos alternativas permitidas por el Reglamento: nombrar a la persona o declarar desierto el concurso y abrir uno nuevo, ahora externo, en el cual ella entra concursando ya en calidad de “elegible”.
Las dos alternativas son totalmente válidas y el Consejo de Departamento podía escoger cualquiera de las dos sin apartarse ni un ápice del marco de legalidad que nos rige. Y eso hizo: decidió declarar desierto el concurso. Las razones o motivaciones que tuvo el Consejo de Departamento para escoger una alternativa y no la otra, escapan a este análisis. Corresponden a la discrecionalidad que nuestro orden jurídico, aprobado por este honorable Consejo Institucional, decidió otorgar a los Consejos de Escuela y Departamento, la cual ejercen dentro del más elemental y formal canon de la democracia: la votación individual, en la que la mayoría gana. 
II. Sobre la legalidad de la Propuesta de Acuerdo presentada por la Comisión de Planificación y Administración.
1. Asunto previo sobre la competencia de esta Comisión.
En el Consejo Institucional no existen comisiones plenipotenciarias. Cada Comisión permanente o especial tiene funciones determinadas establecidas en el Reglamento del Consejo Institucional (Reforma Integral al Reglamento del Consejo institucional). El Principio de Legalidad nos dice que en la Administración Pública nadie puede hacer lo que no le esté permitido, a diferencia del Derecho Privado, en el que es posible hacer todo lo que no esté prohibido. Al revisar las funciones de la Comisión no aparece ninguna que haga referencia a potestades de la misma para presentar una propuesta con el tema del “trato justo”. Cualquier integrante del Consejo Institucional lo podría hacer, en forma individual, pero no una Comisión cuyas funciones están preestablecidas y entre las que no se incluye esta materia, salvo acuerdo previo del propio Consejo. 
2. Consideraciones jurídicas sobre la propuesta
A. La propuesta se hace con base en una solicitud de la funcionaria ante el Consejo institucional demandando “trato justo”. Lo primero que hay que hacer notar es que el debido proceso aplicable al nombramiento, no está concluido. La funcionaria presentó una apelación ante la Junta de Relaciones Laborales, la cual aún no ha emitido el acuerdo correspondiente y aún está dentro del plazo para hacerlo. Esto significa que la Administración no ha dicho la última palabra, pues no se han agotado todas las fases del procedimiento legal establecido: el “debido proceso” aún no ha concluido.
De lo anterior resultan varias conclusiones:
a. La primera es que si el proceso está inconcluso, es decir, si no hay todavía una decisión final de la Administración, nadie puede hablar aún de trato justo o injusto referido al resultado final (nombramiento o no nombramiento) pues la decisión del Consejo de Departamento aún no ha sido rechazada ni ratificada por la Junta de Relaciones Laborales ni, en última instancia, por el Rector, por ser la ratificación o el rechazo de un nombramiento un asunto de índole laboral.
b. La segunda es que al estar el asunto en manos de una instancia competente, como lo es la Junta de Relaciones Laborales, resulta a todas luces improcedentes que el Consejo Institucional intervenga para influir o para definir un fallo en determinado sentido. Esto es equivalente a que la Asamblea Legislativa emita un acuerdo solicitando a un juez de la República que falle en un caso particular de “x” o “y” forma.
B. Con base “en el dictamen esgrimido (sic) por la Asesoría Legal del Consejo Institucional”, la Comisión proponente sustenta el “trato injusto” en cuatro aspectos: la ausencia de una base de calificación definida al interior de la Institución; falta de fundamentación o motivación del acto, por parte del Consejo de Departamento; Ausencia y escasa homologación de normativa; Incongruencia de la decisión del Consejo de Departamento con Políticas Generales.
En cuanto a la ausencia de una base de calificación definida al interior de la Institución y Ausencia y escasa homologación de normativa, ambos aspectos pueden, eventualmente, ser modificados por el Consejo Institucional,  para aplicar a futuro una distinta normativa que presuntamente garantice un trato más justo a las y los funcionarios, mas legalmente no pueden argumentarse en este momento para resolver o calificar un caso particular.
En cuanto a la presunta  falta de fundamentación o motivación del acto, por parte del Consejo de Departamento y la supuesta incongruencia entre la decisión del Consejo de Departamento con la Política General n. 13, en ambos casos se trata de aspectos de mera legalidad que tuvieron su oportunidad procesal dentro del debido proceso, mediante las impugnaciones legalmente previstas que pudo hacer la Licda. Rojas Molina al acto administrativo emitido por el Consejo de Departamento. En todo caso, es mi criterio que esto podría ser revisado por el Rector en última instancia, pues a él le corresponde verificar la legalidad y el respeto a la defensa debida y al debido proceso de los casos que le llegan en apelación.
C. En cuanto al “Se propone” de la Propuesta, no hay objeción legal al inciso c. Se trata de acciones orientadas a posibles reformas reglamentarias a ser aplicadas a futuro. Sin entrar a considerar la necesidad y validez de lo que se propone en ese inciso ni sobre su incidencia en el “trato justo”, lo cierto es que esa es la vía que tiene el Consejo Institucional para cumplir con la función de “Velar por el trato justo a todos los miembros de la comunidad del Instituto”: mejorando y llenando lagunas de la actual normativa, de modo que se creen políticas, mecanismos y procedimientos que faciliten ese “trato justo”. 
Los incisos a. y b., en cambio, no son legalmente procedentes por lo siguiente:
· Si se acogiera el inciso a. el resultado evidente del mismo es el nombramiento obligatorio de la Licda. Rojas Molina en propiedad, sin haber terminado el debido proceso. A esta violación a un principio constitucional se agrega una invasión de competencias, pues es al Rector y no al Consejo a quien corresponde este tipo de nombramientos.
· Si se acoge el inciso b. se estaría asumiendo, sin suficiente demostración y saltándose las instancias competentes, que el procedimiento fue ilegal.
· Además, si el Rector atendiera esa solicitud del Consejo, antes del pronunciamiento de la Junta de Relaciones Laborales y antes de que el asunto llegue a sus manos por las vías legales –es decir, las del debido proceso ya establecido- estaría adelantando criterio, con las consecuentes nulidades.
D. Hay un elemento de gran riesgo que con todo respeto sugiero al Consejo Institucional tome en cuenta a la hora de aprobar o de rechazar la Propuesta de la Comisión de Planificación y Administración. Como vimos, el debido proceso no está terminado, por lo cual ninguna instancia que no sea parte formal de ese proceso, puede ni debe intervenir, a riesgo de provocar una eventual nulidad del proceso o de incurrir en figuras de las que se deriva responsabilidad –incluso penal- como podría ser el tráfico de influencias y la desviación de poder. Pero además, existe un principio legal, el Principio de Inderogabilidad singular de los reglamentos, -artículo 13 de la Ley General de la Administración Pública- el cual consiste en que en la Administración Pública no puede desaplicar una norma reglamentaria en contra o a favor de una persona. Aprobar la propuesta que nos ocupa podría estar generando una violación a ese Principio legal, con las consecuencias personales e institucionales de tal violación, a la cual se le estaría sumando la violación al debido proceso ya apuntada arriba.
Por todo lo anterior, aprobar la propuesta “Solicitud de restitución del derecho constitucional de igualdad de trato de la Licda. Betzy Rojas Molina”, es improcedente desde el punto de vista legal. 
La señora Sonia Barboza aclara en cuanto a si el Consejo Institucional  tenía que ver o no en el asunto, porque según el señor Carlos Segnini no está dentro de las funciones de este Órgano, que hay dos elementos a rescatar que son: 1) El Artículo 18 inciso k del Estatuto Orgánico, que sería bueno llevarlo a la Asamblea Institucional Representativa si eso está produciendo tanto ruido; 2) A la Comisión llegan las solicitudes o se le trasladan, la Comisión no anda detrás para que les asigne trabajo; 3) No les place estar en esto, por obligación el Consejo Institucional lo tiene que hacer, está así estatutariamente establecido.  Manifiesta que le gustaría que el ambiente organizacional fuera mejor, aquí llegan los comentarios y por algo están recurriendo a estos mecanismos y lo  que tienen que plantearse es  el porqué la gente viene al Consejo cuando creen que los trataron injustamente, el Consejo Institucional no está haciendo propaganda. Añade que se atendió porque no hay nada en la normativa interna que establezca en que momento entra quién. Consulta al señor Carlos Bonilla ¿quién les puede acusar de tráfico de influencias y sobre la base de qué?, si al final de cuentas ellos lo que quieren dar una respuesta y otra compartir su opinión como lo hicieron con el señor Eugenio Trejos, además dijeron que a la Junta de Relaciones Laborales también le pueden hablar, compartir sus preocupaciones. Esa es su duda y desea que alguien se la aclare. 
La señora Maureen Reid hace la siguiente presentación:
	Criterio Legal Asistente del Rector
	Criterio de la Asesoría Legal del CI

	“…En el Consejo Institucional no existen comisiones plenipotenciarias. Cada Comisión permanente o especial tiene funciones determinadas establecidas en el Reglamento del Consejo Institucional (Reforma Integral al Reglamento del Consejo institucional)…Cualquier integrante del Consejo Institucional lo podría hacer, en forma individual, pero no una Comisión …”
	Totalmente de acuerdo



	Criterio Legal 
Asistente del Rector
	Desviación de Poder
	Tráfico de influencias
	Elementos del Tipo

	Dice Don Carlos Bonilla…
“Hay un elemento de gran riesgo que con todo respeto sugiero al Consejo Institucional tome en cuenta a la hora de aprobar o de rechazar la Propuesta de la Comisión de Planificación y Administración. Como vimos, el debido proceso no está terminado, por lo cual ninguna instancia que no sea parte formal de ese proceso, puede ni debe intervenir, a riesgo de provocar una eventual nulidad del proceso o de incurrir en figuras de las que se deriva responsabilidad incluso penal- como podría ser el tráfico de influencias y la desviación de poder. Pero además, existe un principio legal, el Principio de Inderogabilidad singular de los reglamentos, -artículo 13 de la Ley General de la Administración Pública- el cual consiste en que en la Administración Pública no puede desaplicar una norma reglamentaria en contra o a favor de una persona. Aprobar la propuesta que nos ocupa podría estar generando una violación a ese Principio legal, con las consecuencias personales e institucionales de tal violación, a la cual se le estaría sumando la violación al debido proceso ya apuntada arriba.
	Definición:

“Incurre en desviación de poder el órgano de la Administración Pública que en su actuación utiliza sus competencias o potestades públicas para fines u objetivos distintos de los que sirvieron de supuesto para otorgarle esas competencias o potestades.1

Cuando la desviación de poder es de considerable trascendencia por la gravedad de sus consecuencias, por el desacierto en las formas en que se produce o por la ilícita motivación personal del titular del órgano que la comete, puede dar lugar a la comisión de un delito de prevaricación de dicho titular del órgano administrativo que incurre en ella.
	 Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública - Artículo 52- Tráfico de influencias.

“Será sancionado con pena de prisión de dos a cinco años, quien directamente o por interpósita persona, influya en un servidor público, prevaliéndose de su cargo o de cualquiera otra situación derivada de su situación personal o jerárquica con este o con otro servidor público, ya sea real o simulada, para que haga, retarde u omita un nombramiento, adjudicación, concesión, contrato, acto o resolución propios de sus funciones, de modo que genere, directa o indirectamente, un beneficio económico o ventaja indebidos, para sí o para otro…”
	Influir: Producir ciertos efectos una cosa sobre otra. Contribuir de alguna manera en la decisión de un negocio o asunto. Ejercer autoridad sobre otro.

Dolo:“Acción dolosa para conseguir la ejecución de un acto, es toda aserción de lo que es falso disimulación de lo verdadero, cualquier artificio astucia o maquinación que se emplee con ese fin”.
  

Culpa: Acto u omisión constitutiva de una falta , intencional o no, ya sea a una obligación contractual, a una prescripción de la ley o al deber que incumbe la hombre de comportarse con diligencia y lealtad en las relaciones sean con sus semejantes o laborales” 

Situación Jerárquica: No existe, para con la Junta de Relaciones Laborales


El señor Johnny Masís extrae que lo propuesto  es esperar mientras se agota la vía administrativa, puede ser discutido y avalado en otro momento y comenta que este acuerdo será oportuno si ese es el principal fundamento.
El señor Carlos Badila difiere con lo dicho por el señor Johnny Masís, explica  que en el último momento es cuando se han quemado todos los cartuchos, considera que si hay otras etapas donde las cosas se pueden tratar diferente y sirven como una señal de advertencia para los diferentes procesos ya sean de admisión o de contratación, si se dicen en forma intermedia y eso produce un efecto positivo en la medida que hay enmiendas, entonces, siente que hay un mensaje hacia la comunidad de que  no pueden hacer lo que les de la gana con los concursos. Cree que sí es importante que el tema se trate y que haya ese mensaje de que realmente el Consejo sí atiende esa función.
La señora Sonia Barboza añade que se indique en el inciso a. que no corresponde con un trato justo propiamente en la otra  etapa y que hasta tanto se agote el proceso que está  en la Junta de Relaciones Laborales. 
El señor Eugenio Trejos manifiesta que le parece improcedente que este Consejo se entrometa en asuntos laborales.
La señora Maureen Reid agrega que el trato justo no es laboral hay que diferenciar.
El señor Eugenio Trejos informa que este Consejo podría convertirse en un receptáculo de todo el engranaje de la Administración.
La señora Maureen Reid añade que es preferible que se haga la reforma ante la Asamblea Institucional Representativa del inciso k, del Artículo 18, del Estatuto Orgánico, para extraer este inciso.
El señor Carlos Bonilla comunica que el debido proceso es el procedimiento legal establecido para llegar a la conclusión y este no está concluido, también tiene que ver con las impugnaciones de la persona. Aclara que la señora Rojas puede apelar ante la Sala Constitucional y ahí es donde le dirán si efectivamente los derechos le fueron violados.
MOCIÓN DE ORDEN: El señor Eugenio Trejos presenta moción de orden para que presida la sesión el señor Roberto Gallardo, en razón de que él debe abstenerse de la votación ya que eventualmente debe resolver una apelación. Asimismo, debe abstenerse de participar y votar el punto siguiente punto debido a que él fue recusado por el señor José Alberto Díaz  García. Los miembros del Consejo Institucional acogen por unanimidad la moción.
NOTA: Se retiran de la Sesión, el señor Eugenio Trejos, el señor Carlos Bonilla y la señora Maureen Reid, a las 2:50 p.m.
NOTA: A partir de este momento, preside la Sesión, el señor Roberto Gallardo.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 6 votos a favor, 2 en contra.
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional recibió carta sin referencia con fecha 17 de abril del 2008, suscrito por la Licda.  Bettzy Rojas Molina, Psicóloga del Programa de Drogodependencia, dirigido al Consejo Institucional,  mediante la cual tramita una solicitud respecto a la cual señala, que la misma tiene como fundamento legal el Artículo 18, inciso k del Estatuto Orgánico, con la finalidad de que este órgano colegiado se avoque a darle respuesta  a su solicitud en el ejercicio estricto de la citada competencia, producto de una serie de anomalías surgidas en torno al concurso RH-048-2008, donde apunta una serie de consideraciones tendientes a demostrar que a las actuaciones de la Administración no les asiste el Principio de Justicia. 
2. El Estatuto Orgánico en su Artículo 18, inciso k, señala “… Son funciones del Consejo Institucional… Velar por un trato justo para todos los miembros de la comunidad…”, norma que se le impone con carácter de obligatoriedad, a los miembros de éste órgano.
3. El “Trato Justo” se define  como “… El conjunto de reglas y normas que establecen un marco adecuado para las relaciones entre personas e instituciones, autorizando, prohibiendo y permitiendo acciones específicas en la interacción de individuos e instituciones…La Justicia no es el dar o repartir cosas a la humanidad, sino el saber decidir a quien le pertenece esa cosa por derecho. La Justicia es ética, equidad y honradez. Es la voluntad constante de dar a cada uno lo que es suyo. Es aquel sentimiento de rectitud que gobierna la conducta y hace acatar debidamente todo los derechos de los demás…”, aspectos que el órgano colegiado debe corroborar que estén presentes en las situaciones que se le someten a su conocimiento bajo este inciso. 
4. La Comisión de Planificación y Administración en la reunión celebrada el 18 de abril del 2008, recibió a la Licda. Bettzy Rojas, quien comparece ante ésta  y  procede a poner en conocimiento de los miembros de manera detallada, lo acontecido con el concurso RH-048-2008 en el cual participó como oferente, y las razones por las que  considera que no se le trató de manera justa
5. La Comisión de Planificación y Administración en la reunión celebrada el 27 de abril del 2008 continúa analizando el caso, invitando en esta oportunidad a la Máster Rocío Herrera Obando, funcionaria del Departamento de Recursos Humanos designada por ese departamento como integrante de la respectiva Comisión de Selección de Personal en calidad de asesora de personal, con la finalidad de revisar  el procedimiento seguido en el Concurso de Antecedentes RH-048-2008. Producto del análisis realizado por la Comisión  de Planificación y Administración, queda claro que la Comisión de Selección presentó dos opciones al Consejo de Departamento:   declarar el concurso desierto, incorporando a la oferente a su vez al registro de elegibles para futuros concursos, o nombrar a la Licda. Rojas Molina en el puesto.  
6. La Sra. Bettzy Rojas señala que existió trato desigual en relación con otro concurso de la misma especialidad, sea el RH-184-2007  para “Profesional en Salud”, los requisitos  fueron prácticamente  los mismos que para el  Concurso Interno RH-048-2008 “Profesional en Salud, Programa de Alcoholismo y Drogodependencia” presentando estos concursos variantes como en la cantidad de aspirantes entre uno y otro, así como en la orientación misma de la función, siendo uno  externo y el otro interno, indicando la Licda. Rojas que únicamente ella participó, dado que viene ocupando dicha plaza desde hace aproximadamente 2 años en forma interina.  
7. En lo que respecta al  fundamento  de la denegatoria se tiene que el Consejo de Departamento considera  únicamente que “Considerando que…No existe un criterio unánime de recomendación de los miembros de la Comisión de Selección…El puntaje obtenido por la candidata esta por debajo del percentil 50…”, sin ahondar más en el asunto.
8. Estima la Comisión de Planificación y Administración,  tomando a su vez, como insumo el dictamen esgrimido por la Asesoría Legal del Consejo Institucional, que a la gestionante, efectivamente se le  violaron los Principios de Justicia que asisten a todos los miembros de la comunidad, hecho que  se demuestra básicamente en   4 aspectos: 
a. Ausencia: de una base de calificación definida al interior de la institución, igual para todos los servidores o categorías de servidores y los respectivos concursos. 
b. Falta de Fundamentación: o motivación del acto por parte del Consejo de Departamento.    
c. Normativa: ausencia y escasa homologación de normativa al interior de la Institución.
d. Incongruencia: entre lo acordado por el Consejo  de Departamento, y las Políticas Generales que nos asisten, en el caso particular que nos ocupa, la No. 13 del eje Convivencia Interna, y que son de observancia obligatoria para todos los miembros de la comunidad.    
Mediante Oficio SCI-257-2008 la Comisión de Planificación y Administración, le solicita a la Presidencia de la Junta de Relaciones Laborales, una comparecencia ante este órgano, con la finalidad de exponer la posición de ésta, en torno a la situación acaecida con el Concurso Interno RH-048-2008, y la Licda Betzy Rojas Molina. 
La Junta de Relaciones Laborales  la recibe en compañía de  la Asesora Legal del Consejo Institucional, el viernes 9 de mayo, donde se procede a exponer la preocupación que le asiste a los miembros de esta Comisión, al analizar el caso sometido a su conocimiento por la Licda. Rojas Molina, pues se considera que el procedimiento seguido generó  un trato injusto para la funcionaria por las siguientes razones:
a. al declararse desierto dicho concurso, utilizando un criterio no especificado ni acordado por la instancia respectiva con antelación
b. por falta de motivación del acto, 
c. por incumplimiento de las Políticas Generales establecidas 
d. por un asunto de inconsistencia de la normativa a lo interno de la Institución. 
Adicionalmente se comunica la preocupación por el eventual efecto que puede tener para la Institución si no se endereza el acto.
ACUERDA:
a. Declarar con lugar la petitoria gestionada por la Lic. Bettzy Rojas Molina, al habérsele negado el nombramiento en propiedad para ocupar el puesto de Profesional en Salud (Psicólogo Clínico) del Concurso RH-048-2008, con base en un procedimiento que no corresponde con un trato justo hasta la etapa donde se llaga a declarar desierto el concurso.  En el entendido de que todavía falta agotar las vías de apelación ante la Junta de Relaciones Laborales y el Rector, se insta  a la gestionante a hacer uso de estas vías hasta agotar el proceso total.  
b. Instar  al señor Rector considerar los elementos aportados en este acuerdo y que proceda según lo que corresponda, garantizándole trato justo a la Lic. Bettzy Rojas Molina
c. Comunicar.  ACUERDO. 
NOTA: Se retira de la Sesión, el señor Carlos Badilla Corrales, a las 3:00 p.m.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2560.
ARTÍCULO 9. Aclaración y adición del acuerdo tomado  en la Sesión No. 2548 denominado: “Solicitud de investigación presentada por el Ing. José Alberto Díaz García”  
La señora Sonia Barboza presenta propuesta sustitutiva, denominada: “Aclaración y adición del acuerdo tomado  en la Sesión No. 2548 denominado: “Solicitud de investigación presentada por el Ing. José Alberto Díaz García”, adjunta a la carpeta de esta acta.
Se somete a votación la propuesta sustitutiva y se obtiene el siguiente resultado:  7 votos a favor, 0 en contra.
CONSIDERANDO QUE:
1. El Consejo Institucional en la Sesión No. 2548, Artículo 12, del 06 de marzo del 2008, “Respuesta a la solicitud  de investigación del Ing.  José Alberto Díaz García, Profesor de la Escuela de Electrónica”, acordó lo siguiente:
“a.  Acoger parcialmente la solicitud del gestionante, en el aspecto tocante a la abstención de voto y discusión de los funcionarios que participaron en la investigación,  y rechazar en todos sus extremos el resto de pretensiones, dado que las mismas no pueden ser acogidas por imperativo legal, con fundamento en el dictamen legal adjunto. 
b. Comunicar.  ACUERDO FIRME.”
2. La Secretaría del Consejo Institucional el día 13 de mayo del 2008, recibe nota presentada por el Ing. José Alberto Díaz, donde éste hace la siguiente solicitud, misma que  se procede a  citar literalmente y que reza: “…Como pueden confirmar el día de ayer recibí oficialmente la resolución sobre la solicitud de investigación que presenté en el mes de Febrero del presente año. La razón de la presente nota es para que se aclare y adicione a esta resolución, los recursos a que tengo derecho como miembro de esta comunidad institucional y según la normativa existente en la Institución.  Esto es, recurso de revocatoria y apelación. Se me debe notificar en mi  residencia en Zapote, San José, cuya dirección consta en el expediente personal que se encuentra en el Departamento de Recursos Humanos, los días Lunes o Martes…”.
3. Con fecha 16 de mayo del 2008, se traslada solicitud del Ing. Díaz García a la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, para que dictaminara y recomendara lo procedente.
4. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 21 de mayo del 2008, recibe pronunciamiento de la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, referente a la solicitud del Ing. José Alberto Díaz García, el cual se transcribe literalmente a continuación:
“En relación con la solicitud de pronunciamiento, sobre la situación acaecida en torno al tema precitado, me permito hacer las siguientes consideraciones
 Primero:
Que el día 14 de mayo recibo correo electrónico enviado por el Ing. José Alberto Díaz, donde  éste hace la siguiente solicitud misma que  procedo a  citar literalmente de fecha  13 de mayo del presente año, y que reza: “…Como pueden confirmar el día de ayer recibí oficialmente la resolución sobre la solicitud de investigación que presenté en el mes de Febrero del presente año. La razón de la presente nota es para que se aclare y adicione a esta resolución, los recursos a que tengo derecho como miembro de esta comunidad institucional y según la normativa existente en la Institución.  Esto es, recurso de revocatoria y apelación. Se me debe notificar en mi  residencia en Zapote, San José, cuya dirección consta en el expediente personal que se encuentra en el Departamento de Recursos Humanos, los días Lunes o Martes…”.
Segundo:
Que procedo por ende, a  darle respuesta a la pretensión del  Ing. Díaz García, en acatamiento estricto del artículo 27  de la Carta Magna que reza lo siguiente “… Se garantiza la libertad de petición, en forma individual o colectiva ante cualquier funcionario público o entidad oficial, y el derecho a obtener pronta resolución…”,  ya que en lo conducente, la Ley General de la Administración Pública, establece en su artículo 342  lo siguiente “… Las partes podrán recurrir contra resoluciones de mero trámite, o incidentales o finales, en los términos de esta ley, por motivos de legalidad o de oportunidad…”, a su vez el artículo 343 del mismo cuerpo normativo señala “…Los recursos serán ordinarios o extraordinarios. Serán ordinarios el de revocatoria o reposición y el de apelación. Será  extraordinario el de revisión…”,  en la misma línea indica el artículo 344  inciso 2  señala de modo taxativo  “…Si el acto recurrible emanare del inferior, cabrá solo el recurso de apelación, si emanare del jerarca, cabrá el de revocatoria…”, de igual manera el artículo 346, todos del mismo cuerpo de leyes establece “…Los recursos ordinarios deberán interponerse dentro del términos de tres días tratándose del acto final y de veinticuatro horas en los demás casos, ambos plazos contados a partir de la última comunicación del acto…”.
Tercero:  
Que en lo que respecta a la parte medular de la solicitud, debo indicarle al gestionante, que el Estatuto  Orgánico  señala en su artículo 18 inciso k, “…Son funciones del Consejo Institucional… Velar por un trato justo para todos los miembros de la comunidad…”, el  Ing. Díaz  García somete a éste órgano, una “Solicitud de Investigación” tomando como fundamento legal la precitada norma, situación a la que se avoca  a dar respuesta de manera fundamentada y amplia  el órgano colegiado en su momento, acto que se le notifica al solicitante.
Cuarto:         
Que el día 13 de mayo,  la suscrita  recibe información directamente de la Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, quien refiere    que verificó el expediente del gestionante en el citado despacho, y que el solicitante  aparece notificado el   24 de marzo a las 8:18 a.m, en la Escuela de Electrónica del Instituto Tecnológico de Costa Rica, ya que así lo solicitó de manera literal, en el libelo de interposición de  la “Solicitud de Investigación” incoada por el mismo.
Quinto:
Que una vez correlacionadas las fechas, no procedería una aclaración y adición a la citada  resolución, toda vez que  de acuerdo a lo que se me indica referente a la notificación llevada a cabo por las funcionarias de esta dependencia, la solicitud se tornaría en extemporánea, más en virtud de los correos enviados por el Sr. Díaz García, éste  de manera opuesta a la jerarca de la dependencia, se da por notificado hasta el día 13 de mayo, según se extrae de su misiva.
Sexto:
Que considera la suscrita que la divergencia de criterios entre ellos,  no es óbice para indicarle al gestionante los siguientes aspectos, al tenor del artículo 27 constitucional precitado, es una obligación de la Administración responder  de manera fundamentada las gestiones que a ella se someten, función a la que se avocó el ente colegiado, a la hora de dar respuesta fundamentada al gestionante de la “Solicitud de Investigación”, más tales aspectos  a criterio de la suscrita, no cuentan con ulterior recurso, dado que la denominada “Solicitud de Investigación”, y la presunta lesión de intereses que invoca el Ing. Díaz García, no surgen a raíz de un acto emanado del Consejo Institucional, que sería la única manera de que  se generara un accionar en la línea recursiva, situación que no converge en la presente situación, ya que el gestionante eleva una solicitud de “Trato Justo” que le fue resuelta de manera amplia y fundamentada por el ente colegiado, al tenor del artículo 18 inciso k estatutario, cosa diferente son los actos emanados por la máxima autoridad unipersonal institucional, quien agota la vía en materia laboral, y es contra éste que en el momento procesal oportuno, debió el gestionante dirigir sus acciones recursivas, ya que se colige de su discurso que la vulneración de derechos  a él conculcados, devienen de resoluciones emitidas por la Rectoría, no por el colegio de miembros, de ahí el que no se le mencione, a que recursos tiene derecho, ya que los recursos como tales están en la vía del cuerpo ejecutivo.       
Recomendación
Por todo lo antes expuesto, notifíquese al gestionante a la mayor brevedad posible, la resolución que tome el ente colegiado, utilizando este libelo de respuesta como insumo a su decisión,  en el domicilio y condiciones señaladas de previo por éste, mediante comunicación electrónica, de fecha 13 de mayo del año en curso. NOTIFÍQUESE.”
5. Con fundamento en el dictamen legal transcrito, no procede la petitoria presentada por el Ing. José Alberto Díaz García, por lo que la proponente dispone elevar al pleno el Proyecto de respuesta.
ACUERDA:
a. Responder al Ing. José Alberto Díaz García que conforme a normativa vigente en el ITCR, no procede la aclaración y adición respecto a los recursos que puede interponer para manifestar la disconformidad ante la resolución tomada por el Consejo Institucional en la Sesión No. 2548, Artículo 12, del 06 de marzo del 2008, por las siguientes razones:
i. La interposición de un recurso adicional sería extemporáneo dada la fecha de notificación señalada por la Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional.
ii. La vía recursiva debería eventualmente ejercerse ante la Rectoría, que es el órgano unipersonal que le comunicó la suspensión laboral y lo referente al retiro de las instalaciones del Instituto Tecnológico de Costa Rica. 
iii. La acción realizada por el ente colegiado fue únicamente atender su solicitud de trato justo, al tenor del artículo 18 inciso k estatutario, a raíz de una  presunta injusticia invocada por el gestionante ante un acto dictado por el órgano ejecutivo responsable de agotar la vía administrativa en materia laboral, autoridad ante la cual debió dirigir su reclamo en vía recursiva dentro de los plazos estipulados por ley.
iv. Si el gestionante considera que hubo una vulneración de sus derechos, eso provendría de resoluciones emitidas por la Rectoría, la cual ostenta el estatus de máxima autoridad unipersonal institucional en materia laboral y quien agota la vía administrativa en esa materia, autoridad contra la cual, en el momento procesal oportuno, debió el gestionante dirigir sus acciones recursivas, no ante este órgano colegiado, el cual no le ha vulnerado ningún derecho.
b. Comunicar este acuerdo al Ing. Díaz García en su casa de habitación.
c. Comunicar.  ACUERDO. 
NOTA: Se reincorpora a la Sesión el señor Eugenio Trejos, a las 3:05 p.m.
NOTA: Preside nuevamente la sesión el señor Eugenio Trejos.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2560.
CAPÍTULO ASUNTOS VARIOS
ARTÍCULO 10.	Informe de Prensa
La señora Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, comunica que recibió copia de Informe de Prensa correspondiente al 28 de mayo del 2008, el cual ha sido circulado en el transcurso de esta Sesión.  (Documento adjunto a la carpeta de esta acta).
Siendo las tres horas con cinco minutos se levanta la Sesión.  
BSS/cmpm
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